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DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

ARTICULO  3º. Primer párrafo.- En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito. Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones y comparecencias autorizadas por la ley.

OBSERVACION: Consideramos que el párrafo transcrito debe ser modificado únicamente en lo concerniente a que las promociones orales pueden hacerse en las notificaciones, puesto que si bien el Actuario tiene fe pública, ello pudiera constituir verdadero problema  dentro del Juicio de Amparo, si se toma en consideración que las promociones deben acordarse en veinticuatro horas y porque además,  por mandato expreso de la Ley, algunas promociones deben cumplir con ciertos requisitos y pudiera darse el caso de que esto no se cumpla, al permitirse que se hagan en el momento de la notificación.

SUGERENCIA: Que en el citado párrafo quede en los términos en que se encuentra redactado, pero que se haga un agregado en el sentido de que deben ser firmadas por quienes las suscriben para que surta los efectos legales. Unicamente que se suprima que las promociones  se hagan en el momento de las notificaciones.

ARTICULO 10º.- Primer párrafo.- Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.

CRITICA: Estimamos que el párrafo transcrito de alguna manera infringe el principio de instancia de parte agraviada, puesto que permite la apertura del juicio de garantías a cualquier persona, sin que previamente acredite la representación con la que se ostenta, no obstante de que para promoverse el juicio de garantías, debe de acreditarse ésta en el juicio en el que se comparece, pues si bien es cierto existe el principio procesal de que la personalidad puede demostrarse durante el juicio, entratándose del juicio de garantías no debe operar ese principio por la exigencia de parte agraviada y de la afectación de la esfera jurídica, de ahí que debe acreditarse previamente ese requisito procesal;  así se estableció en la Jurisprudencia número 30/90,  emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación citada bajo el rubro: “PERSONALIDAD EN EL AMPARO. EL JUEZ DEBE PRONUNCIARSE SOBRE ELLA CUANDO PROVEE ACERCA DE LA DEMANDA Y, SI NO ESTA ACREDITADA, PREVENIR AL PROMOVENTE, DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 146 DE LA LEY DE AMPARO”.

PROPUESTA: Cuando quien comparezca en el juicio de garantías en nombre del quejoso o del tercero interesado, deberá acreditar la representación o personalidad con la que se ostenta, y si no lo hace así, el Juez de Distrito debe requerirlo para que demuestre tal carácter, con el apercibimiento que de no hacerlo se le tendrá por no interpuesta la demanda de amparo.

ARTICULO 20.- La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse, el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales ante la oficialía de partes  común que habrá de funcionar hasta las doce de la noche.

CRITICA: Consideramos que es poco práctico y constituiría una erogación adicional, que se establezca en toda la República las Oficialía de Partes Común las cuales deben funcionar hasta las doce de la noche, puesto que no en todos los lugares del País se justifica esa circunstancia,  puesto que la actual Ley de Amparo en su artículo 23, último párrafo, indica que los Secretarios son las personas encargadas de recibir en su domicilio las promociones que se presenten después de las horas normales de trabajo, circunstancia que se ha venido observando por siempre y que han dado buenos resultados, de ahí que solo es válido que se establezca que dichas Oficialías funcionen hasta ese horario, en aquéllos lugares que por la complejidad del traslado de los promoventes u otras circunstancias,  así lo amerita.

PROPUESTA: La presentación de la demanda o promociones de término, podrán hacerse, el día que éste concluya, fuera del horario de labores de los Tribunales en el domicilio del Secretario encargado de recibir dichas promociones, para lo cual cada Tribunal deberá de señalar el lugar en donde se reciban las mismas, y solo en aquéllos lugares en que se justifiquen, lo harán en la Oficialía de Partes  Común que habrá de funcionar hasta las doce de la noche. 

CAPITULO    IV

N O T I F I C A C I O N E S

ARTICULO 23.- … El agraviado y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en la audiencia y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionarán los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización…

OBSERVACION: Consideramos que al haberse agregado en este artículo, que la persona autorizada conforme a ese numeral, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de Abogado en materia Laboral, sin hacer referencia a que esto solo debe ser para el patrón, rompe de alguna manera con los principios contenidos en las garantías sociales y el equilibrio procesal entre las partes, ya que prácticamente al obrero a que contrate un Licenciado en Derecho, siendo la clase débil económicamente hablando. 

PROPUESTA: Consideramos que al Artículo 23 se le debe hacer un agregado en donde se establezca que el autorizado para ejercer la profesión de Abogado tratándose de Materia Laboral, únicamente debe ser para el patrón.

ARTICULO 26.- Fracción I, inciso b).- Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, en el que indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y… 

OBSERVACION: Estimamos que en esta fracción se deba agregar un párrafo en el que se establezca que el citatorio deberá contener una síntesis del acuerdo o resolución que se pretenda notificar, como así se menciona en la Ley actual, ello tiene trascendencia en virtud de que si la persona a la que se va a notificar no acude a la cita, se debe notificar por lista y ello impide que tenga conocimiento de dicho acuerdo o resolución.

SUGERENCIA: “El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio y deberá contener una síntesis de la resolución o el auto que debe notificarse”.

II.- Cuando el domicilio señalado de la persona a notificar no se encuentre en el mismo lugar en que resida el órgano jurisdiccional de amparo, la primera notificación se hará por exhorto o despacho en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. En el exhorto o despacho se requerirá que se señale domicilio en el lugar del juicio, con el apercibimiento que de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aun las personales, se practicarán por lista. Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada, podrá comisionar al notificador para que la realice en los términos de la fracción I de este artículo;

OBSERVACION: En esta fracción, dada la forma en que se encuentra redactada, se estima un tanto confusa al señalarse: “Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada. Podrá comisionar al notificador para que la realice en los términos de la fracción I, de este artículo”. Lo anterior es así, porque la circunscripción  territorial a que alude la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación se encuentra perfectamente delimitada y por ende, un Juez de Distrito no puede comisionar al Actuario para que notifique en otra circunscripción que corresponda a otro Tribunal.

PROPUESTA: Que el párrafo anteriormente transcrito quede en los mismos términos y únicamente se agregue “siempre y cuando su lugar de residencia forme parte del área conurbada”. 

ARTICULO 27.- … I… II… III.- En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la eficacia de la notificación, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo o del incidente de suspensión o de cualquier otro previsto por esta ley, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por cualquier medio, sin perjuicio de practicarla conforme a las fracción I y II…

CRITICA: Estimamos que esta fracción requiere de precisión absoluta cuando establece en forma genérica que “en casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuera necesaria para la eficacia de notificación y que ….”se podrá ordenar la notificación por cualquier medio” toda vez que es necesario que se establezca cuáles son  esos casos urgentes que requiera el orden público, ya que se toma en consideración que en el Juicio de Amparo en la mayoría, es menester cuando menos que se defina este aspecto; por otra lado también es conveniente que se indique cuáles son esos medios de comunicación (teléfono, fax, correo, telegrama, etc.,) porque es un hecho inobjetable que debe existir constancia plena en el expediente en donde se tenga la seguridad que las autoridades responsables tuvieron conocimiento pleno de la notificación efectuada, para que así el Juez de Distrito, esté en posibilidad de resolver conforme a derecho lo que legalmente proceda.

PROPUESTA: Artículo 27, fracción III, “se agregue y se precise con toda claridad, cuáles son los casos urgentes que requiera el orden público y los medios por los que se pueda notificar a las autoridades responsables.

SERGIO GARCIA MENDEZ.

En respuesta a la atenta invitación que se nos formuló, y consciente de mis limitaciones, propongo que se discutan las cuestiones siguientes:

Actualizar una norma jurídica para satisfacer las necesidades presentes y prever las futuras, constituye un objetivo necesario para el Estado, porque la existencia de éste sólo puede justificarse en la medida en que a través de sus funciones primordiales de crear la ley y aplicarla en los ámbitos administrativo y jurisdiccional se produzcan las condiciones necesarias para que la libertad pueda ejercerse con el límite necesario de reconocer que el interactuar humano tengo que cumplir las obligaciones y deberes a mi cargo, con la confianza de que mi deudor cumplirá con las que le correspondan.

Por lo tanto, el Estado debe crear leyes que tengan por objeto producir en el más alto grado posible la felicidad de la mayor cantidad de personas; y una vez que están creadas, es preciso que el legislador produzca otras leyes, cuyo objeto es hacer cumplir esas leyes sustantivas que contienen derechos y obligaciones.

Por otra parte, el juez que debe aplicar la ley en su obra final que es la sentencia tiene que tener una norma jurídica procesal que, realmente le sirva de instrumento para que la distancia entre la justicia y la ley sea menos grande.

Los problemas de la ley procesal se acentúan cuando se trata de aplicar la Constitución, porque dada su calidad de norma fundamental, es necesario contar con una que permita una mayor y más amplia tutela a favor de una cada vez mayor cantidad de personas.

Sin embargo, la bondad de una ley procesal y sus instituciones no puede ser abandonada del todo, en las partes que ha demostrado durante décadas, que ha cumplido su cometido y sólo debe cambiarse, suprimirse o ampliarse, e incluso darle una estructura que permita mayor facilidad en su aplicación, así como cambiar concepto e instituciones o introducir otros, sólo en aquellos casos y cuando sea indispensable.

También debe tenerse en cuenta que una norma cuando es casuística, corre el riesgo de no incluir todos los supuestos que existen en la realidad presente o que puedan sobrevenir; por lo que debe ser en lo posible, abstracta y genérica.

En cuanto al concepto de autoridad para efectos del amparo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandonó el rígido criterio que tenía su primer precedente a principios del siglo XX; y estableció dos características fundamentales para estimar que una entidad puede ser considerada como autoridad.  La primera, que su facultad esté prevista en una norma.  La segunda, que en ejercicio de tal facultad pueda crear, modificar o extinguir una situación jurídica concreta, en perjuicio de una persona; aunque no disponga directamente del uso de la fuerza pública y tenga que recurrir a ese auxilio.

En la realidad actual, el arbitraje ha tomado gran auge y se da la posibilidad de que sea tanto un particular, como un órgano descentralizado o desconcentrado de la administración pública, como son la Procuraduría Federal del Consumidor y la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, entre otras, a través de un proceso, resuelvan controversias y sus laudos tienen la calidad de cosa juzgada, por lo que constituyen un acto de privación, aunque no contengan una condena, sino que absuelvan.

Por lo tanto, debe precisarse que el juicio de amparo indirecto y directo, proceden contra el árbitro; y por ende, la propuesta se refiere al Título Segundo Capítulo I y Capítulo II, del Amparo Indirecto, y del Amparo Directo, artículos 106 fracciones IV y V, 168 y 170 del proyecto de una nueva Ley de Amparo; que correspondían a los vigentes 114, fracciones III y IV, 158 y 159.  En primer lugar, deben quedar incluidos los actos dentro de juicio en el primer párrafo de la fracción IV, y suprimirse la fracción V, porque su contenido puede pasar a formar el quinto párrafo de la fracción IV, para quedar como definición de acto dentro de juicio.

Ello, porque lo que hace procedente el juicio de garantías contra actos de una autoridad jurisdiccional, es que el acto cause un perjuicio actual o inminente, que tenga una ejecución de imposible reparación, entendida como la afectación directa e inmediata a un derecho sustantivo; incluso cuando se trata de actos fuera de juicio; y es una característica que debe imperar para todos los actos que provengan de ese tipo de autoridades.

Cuando ya exista cosa juzgada y el demandado compareció al juicio, debe limitarse la procedencia contra las resoluciones que afecten de modo directo e inmediato un derecho sustantivo distinto del que motivó la ejecutoria y de resoluciones que crean, modifican o extingan una situación jurídica concreta o preparen en forma definitiva la ejecución; así como la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución o el acto que implique el cumplimiento cabal de lo resuelto en la ejecutoria, a fin de que la ejecución no se entorpezca.

Luego, considero que el segundo y tercer párrafo de la fracción IV, del precepto 106, deberá establecer que: “Los actos fuera de juicio y después de concluido el juicio deben causar un perjuicio que sea de imposible reparación porque afecten de manera directa e inmediata un derecho sustantivo.  Después de concluido el juicio sólo procede contra la resolución o acto que dé cabal cumplimiento a lo condenado en la sentencia ejecutoria; pudiendo reclamarse en la misma demanda las violaciones cometidas durante ese procedimiento que hubieran dejado sin defensa al quejoso y trascendido al acto o resolución de que se trate; salvo que afecte la libertad o extinga, cree o modifique una situación jurídica concreta distinta a la que constituye cosa juzgada, o prepare en forma definitiva la ejecución”.

Es así, porque hay actos fuera del juicio y después de concluido, que no tiene la característica de causar un perjuicio de imposible reparación y que permiten que actualmente en materia civil haya abuso del juicio de garantías.  No quedará de lado la materia penal, porque evidentemente un acto fuera de juicio o después de concluido, que afecte la libertad tiene la característica señalada como condición para la procedencia del amparo.

Asimismo, considero que las palabras “constituyen violaciones substanciales”, provocan imprecisión y quedará muy indefinido el caso de procedencia y que debe conservarse únicamente lo relativo a la afectación directa e inmediata a un derecho sustantivo.  Actualmente en los casos en que se han emitido criterios específicos que aparentemente se partan del original criterio, sí se da la ejecución de imposible reparación, tanto en tratándose de la cuestión de personalidad, en la que subyace el derecho sustantivo a la representación, legal como voluntaria; en el desahogo de la pericial contable, el secreto de los comerciantes; en el pericial médica sobre la persona del trabajador, entraña establecer la situación física y biológica del hombre en un momento y lugar determinados.  De ahí que no se trata de casos en los que no opere la característica de ejecución de imposible reparación, por afectar de modo directo e inmediato un derecho sustantivo, sino que en todos ellos subyace ese tipo de afectación, y no se trata de violaciones procesales, substanciales, porque son actos cuya ejecución no afecta únicamente un derecho adjetivo, cuya entidad o gravedad sea extrema, sino que se produce ejecución sobre un aspecto sustantivo de la persona, su patrimonio o derechos, que no son de carácter exclusivamente procesal.

En otro aspecto, los capítulos I y II, del título Quinto del Proyecto de una Nueva Ley de Amparo, regulan las medidas de apremio, y en el artículo 237, se suprime al arresto hasta por treinta y seis horas, previsto en casi todas las leyes procesales del sistema jurídico mexicano.  Considero que debe conservarse, porque es una medida drástica que realmente puede lograr que una determinación se cumpla, e incluso debe agregarse un párrafo que establezca la facultad de denuncia por desacato a un mandato judicial.

Asimismo, considero que falta precisar cuál es el mínimo y máximo de la multa que debe imponerse, cuando se trate de medida de apremio y el quejoso, tercero perjudicado o cualquier tercero (perito, testigo, etc.); no sean jornaleros u obreros o trabajadores, toda vez que el artículo 237 no lo menciona y la restantes 238 a 256, enuncian casuísticamente, el monto y supuesto de aplicación de la multa; pero no advertí que se refieran al caso de que la determinación judicial se refiera a las partes (quejoso, tercero perjudicado o terceros en general) fuera de esos supuestos enunciados limitativamente en ese capítulo y que impliquen un requerimiento que deba ser cumplido; ya que sin la fuerza de la mula y sus límites, tendría que recurrirse a la fuerza pública, cuando existen actos como los del perito que implican un hacer, y no nada más comparecer.

Por ello, considero que el artículo 237, fracción I, debe adicionarse así:  “multa, de diez hasta quinientas veces  el salario mínimo vigente en el Distrito Federal”.

Una fracción IV que quedaría así:  “arresto hasta por treinta y seis horas”.

También procede un último párrafo que estableciera lo siguiente:  “En caso de desacato podrá denunciarse ante el Ministerio Público Federal, para que consigne los hechos”.

En consecuencia, propongo que la fracción IV del artículo 106 y los artículos 168, primer párrafo y 170, primer párrafo, del proyecto en análisis queden de la siguiente forma:

“Artículo 106: El amparo indirecto procede: IV. Contra actos de árbitros, tribunales judiciales administrativos o del trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido”.

“Artículo 168. El juicio de amparo directo procede contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por árbitro, tribunales judiciales, administrativos o del trabajo”.

“Artículo 170.  En los juicios tramitados ante loa árbitros, tribunales administrativos, civiles o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo:…”

MOTIVOS Y FUNDAMENTOS PARA QUE PROCEDA EL AMPARO CONTRA EL LAUDO ARBITRAL EMITIDO POR UN ORGANO DE LA ADMINISTRACION PUBLICA O UN PARTICULAR.

La Constitución Mexicana de mil novecientos diecisiete, en los artículos 14 y 17, regula la garantía de audiencia previa y el derecho a la jurisdicción; por la primera, todo acto de privación de la vida, la libertad, propiedad, posesiones o derechos, debe ser emitido por un tribunal previamente establecido en un juicio en el que se sigan las formalidades esenciales del procedimiento. Por la segunda, de manera correlativa a la prohibición de hacerse justicia por propia mano, el Estado asume la función jurisdiccional y debe crear tribunales que estarán expeditos para administrar justicia, en forma pronta, completa e imparcial.

Así, corresponde en principio al órgano jurisdiccional conocer y decidir las controversias que se suscitan; pero el servicio público de administración de justicia ha venido sufriendo deficiencias por múltiples razones, y los procesos se demoran y complican a tal grado que no es posible obtener una sentencia y ejecutarla en un lapso razonable; la demora en la solución de los litigios, redunda en gastos y falta de credibilidad en la bondad de nuestras instituciones jurídicas y en el proceso como forma de solución de las controversias.

Justicia que llega tarde, es denegación y eleva su costo, lo que hace que sólo pueda resistir la tramitación de un juicio quien más recursos económicos tenga; producir el cansancio y provocar el desánimo a través de utilizar los recursos y medios de defensa e incluso el juicio de amparo, se vuelve una táctica para quien no desea cumplir.

Ante esa realidad, ha surgido la necesidad de que existan medios alternos de solución de las controversias y el legislador ordinario ha previsto el derecho a que sean decididos por un árbitro.

El procedimiento arbitral requiere de la voluntad expresa de los interesados, sea porque lo hayan pactado expresamente al momento de contratar, antes de que surja la controversia o bien después de que exista el conflicto.

La Procuraduría Federal del Consumidor, conforme al artículo 20 de la ley respectiva que la crea, es un organismo descentralizado de servicio social con personalidad jurídica y patrimonio propio; con funciones de autoridad administrativa.  Actúa como amigable componedor y puede resolver las cuestiones que surjan entre proveedor y consumidor, siempre que voluntariamente se sometan al arbitraje y sus laudos o los convenios que se celebren ante ella constituyen títulos ejecutivos, en términos del artículo 444 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal.

El procedimiento debe estar contemplado en el compromiso y supletoriamente se aplica el Código de Comercio y a falta de disposición en éste, el ordenamiento procesal civil local aplicable (artículo 120).

El laudo arbitral que emita la Procuraduría sólo está sujeto a aclaración dentro de los dos días siguientes a la fecha de su notificación y debe cumplimentarse o iniciarse su cumplimentación dentro de los quince días siguientes a la fecha de notificación, salvo pacto en contrario (artículos 121 y 122).

Luego, la Procuraduría Federal de Consumidor en cuanto conoce de las controversias entre consumidores y proveedores y emite el laudo respectivo, sí reúne la calidad de autoridad para efecto de la procedencia del juicio de garantías.

En cuanto a la CONAMED, el decreto del Poder Ejecutivo que la crea, contiene como justificación, la necesidad de que:  “la población cuente con mecanismos que, sin perjuicio de la actuación de las instancias jurisdiccionales en la solución de conflictos, contribuyan a tutelar el derecho a la protección de la salud, así como a mejorar la calidad en la prestación de los servicios médicos”; y, consideró pertinente crear un órgano al que pudiera acudir: “los usuarios y prestadores  de servicios médicos para dilucidar, en forma amigable y de buena fe, posibles conflictos derivados de la prestación de dichos servicios, con lo cual se contribuirá a evitar grandes cargas de trabajo para los órganos jurisdiccionales, sin sustituirlos” (decreto de treinta y uno de mayo de mil novecientos noventa y seis, publicado en el Diario Oficial de la Federación de tres de junio de mil novecientos noventa y seis).

Se trata de un órgano administrativo con autonomía técnica, desconcentrado de la Secretaría de Salud ( la Comisión Nacional de Derechos Humanos, surgió en principio como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación) (artículo 1°); y tiene como atribuciones, en lo que al tema del procedimiento arbitral y la eficacia de los laudos interesa, la de intervenir en amigable composición para conciliar conflictos derivados de la prestación de servicios médicos, por probables actos u omisiones derivados de la prestación del servicio; probables casos de negligencia con consecuencias sobre la salud del usuario, y aquellas otras causas que sean acordadas por el Consejo, como son la negativa a prestar un servicio médico y el diferimiento en la prestación del servicio médico, por causas ajenas al paciente; así como fungir como árbitro y pronunciar los laudos que corresponden cuando las partes se sometan expresamente al arbitraje.

Es facultad del comisionado (artículo 11, fracciones X, XI y XII) llevar a cabo los procedimientos de conciliación y arbitraje en términos del reglamento, emitir los laudos y vigilar el cumplimiento de las resoluciones, así como de los convenios que se deriven de los procedimientos de conciliación y arbitraje respectivos.

Por otra parte, conforme al reglamento de la Comisión, corresponde al subcomisionado “A” proponer a las partes el arbitraje de la Comisión como medida para dirimir el conflicto motivo de la queja y sustanciar el procedimiento de arbitraje; así como elaborar los proyectos de procedimiento en la conciliación y arbitraje.

El artículo 32 fracción VII, del reglamento, faculta a la Dirección General de Orientación y Quejas, para remitir a la Dirección General de Conciliación los expedientes que se determinen procedentes; y esta última puede proponer a las partes el procedimiento de arbitraje en los casos no conciliados y remitir los expedientes a la Dirección General de Arbitraje (artículo 33, fracción IX); y corresponde a la Dirección General de Arbitraje; sustanciar los procedimientos de arbitraje y realizar los anteproyectos de laudos (artículo 34, fracciones IV y V).

También interviene la Dirección General de Coordinación Regional, porque puede proponer a las partes la conciliación, y en su caso, el procedimiento de arbitraje (artículo 35, fracción IV):

Asimismo, la Dirección General de Compilación y Seguimiento, representa legalmente a la Comisión en los procedimientos judiciales y administrativos en que se requiera su intervención, y tiene entre otras importantes funciones, las de formular las bases y requisitos legales a que deben sujetarse los convenios, opiniones y procedimientos arbitrales que desarrolle la Comisión, e informar a las direcciones generales de Conciliación y Arbitraje el estado que guarda el cumplimiento de los compromisos derivados de los convenios de conciliación o laudos; a efecto de que conozcan su grado de atención (artículo 36, fracción VII y X).

El laudo es la resolución dictada por el árbitro que dirime la controversia suscitada entre las partes, con calidad de cosa juzgada y, constituye título que motiva ejecución, ante el juez competente que debe prestar los medios procesales necesarios para que se concrete lo resuelto en el laudo; salvo que no se haya renunciado a la interposición del recurso de apelación.  Cuando está dictado por la Procuraduría Federal del Consumidor, en términos de los artículos 444, 500 y 504 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, puede iniciarse la vía de apremio o el juicio ejecutivo.  En cualquier otro caso, dictado el laudo los autos deben pasar ante un juez para que se lleve a cabo la ejecución.

Por lo tanto, el laudo es una resolución que tiene los atributos de inimpugnabilidad, inmutabilidad y coercibilidad, sólo que la eficacia y realización quedan siempre al juez competente designado por las partes o el del lugar del juicio.  El árbitro carece de la facultad de hacer cumplir ante sí, el laudo que emitió, porque no tiene la potestad o imperium, que es atributo de la jurisdicción y que es inherente a los órganos jurisdiccionales del Estado.

Ello implica que el árbitro carece de la fuerza del Estado, pero el laudo en sí mismo no está despojado de los atributos de la cosa juzgada, puesto que la facultad de decidir la controversia es una delegación que hace el Estado a través de la norma jurídica y sólo se reserva la facultad de ejecutar.

El juez ante quien se pide la ejecución, únicamente debe y puede constatar la existencia del laudo, como una resolución que ha establecido una conducta concreta, que es inimpugnable e inmutable, y que por ende, debe provenir de un procedimiento en el que se hayan respetado las formalidades esenciales del procedimiento, y que el objeto de controversia sí sea susceptible de arbitraje, porque hay materias que están reservadas exclusivamente a los tribunales del Estado, en términos del citado artículo 615 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, que excluye del arbitraje el derecho de recibir alimentos, los divorcios, las acciones de nulidad de matrimonio y los concernientes al estado civil de las personas; así como los demás casos en que lo prohiba expresamente la ley.

La necesidad de que ante la falta de cumplimiento voluntario del laudo arbitral, deban pasarse los autos al juez ordinario para su ejecución, surge del hecho de que el árbitro por regla general no puede emplear los medios de apremio, ni invadir la esfera de libertad del deudor, porque en respeto a la garantía de audiencia previa, sólo los tribunales pueden ejecutar los actos de privación, como resultado del derecho a la jurisdicción.

Esto es, el árbitro sólo dirime la controversia y no puede hacer cumplir forzosamente la condena, sino que está reservado al juez ordinario, en términos de los artículos 631 y 632 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal.

Luego, la eficacia del laudo, como culminación del proceso de conocimiento de la controversia, se caracteriza porque ya no puede ser impugnado en un juicio posterior; su substancia no puede alterarse, lo que implica que lo decidido ya no puede cambiarse por otro árbitro o juez; y es coercible, porque vincula a las partes a pasar por lo resuelto en el laudo, y a acatar cabalmente lo que en él se establece.  Sin embargo, el árbitro (aunque sea una autoridad administrativa, como la Procuraduría Federal del Consumidor quien haya emitido el laudo) carece de un atributo de la jurisdicción plena que corresponde al Estado, el imperium, y por ende, no puede ante sí, hacer cumplir sus determinaciones, y llevar a cabo el remate de bienes para cubrir el crédito del que resultó vencedor en el proceso; lo que implica que quien obtuvo laudo favorable, debe solicitar que los autos se turnen al juez competente, para que éste preste auxilio al árbitro y se ejecute el laudo, siguiendo para ello los lineamientos de la vía de apremio que regula el Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal.

Esa carencia del árbitro, en cuanto que se tiene que recurrir al juez para ejecutar el laudo, no resta a este último acto, la calidad de materialmente jurisdiccional, ni las características de la ejecutoria o cosa juzgada, que son la inmutabilidad, la inimpugnabilidad y la coercibilidad, porque lo único que se reserva al juez es la ejecución; esto es, el empleo de todo el procedimiento de ejecución para hacer efectivo lo declarado y condenado en el laudo.  De manera que, el laudo como culminación del procedimiento arbitral voluntario, constituye un acto materialmente jurisdiccional que declara o condena y establece una determinada situación jurídica al constituir o negar un derecho entre las partes, que no puede desconocerse y tiene cabal fuerza obligatoria para ellas y sus causahabientes.

Por lo tanto, el laudo es un acto de privación para alguna de las partes, que debe ser susceptible del juicio de garantías porque la garantía de audiencia previa regula expresamente la necesidad de que haya un juicio previo ante tribunales previamente establecidos, y el árbitro materialmente desarrolla la función jurisdiccional y, en la medida en que el laudo constituye un acto de privación, no puede quedar excluido del análisis constitucional.

Tradicionalmente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha orientado por considerar que el árbitro no es autoridad, y se atiende a un criterio formal, porque el árbitro no es órgano jurisdiccional, en tanto que no es una creación directa del Estado ni forma parte del Poder Judicial; pero se deja de tomar en cuenta el aspecto material, la naturaleza del laudo que sí corresponde a un acto materialmente jurisdiccional, porque tiene la calidad de la cosa juzgada o sentencia ejecutoria, y también constituye un acto de privación; así como que la actuación arbitral y la facultad de resolver la controversia a través del laudo derivan de una delegación de la función jurisdiccional, toda vez que el Poder Legislativo a través de la ley o el Poder Ejecutivo a través de un decreto, crean la figura del árbitro sea autoridad administrativa, órgano desconcentrado o particular, y le otorgan facultades para dirimir determinadas controversias cuando las partes voluntariamente se someten al arbitraje; e incluso en una época anterior se ha dado la figura del arbitraje forzoso.

De modo que la actuación del árbitro surge de la facultad que se otorga al gobernado, demandante y demandado, de resolver sus controversias ante un tercero, que no es un órgano jurisdiccional previamente establecido; y de que existe voluntad libre y expresa de hacer uso de ese derecho, con la consecuencia de que el laudo que se emita los vincula y los obliga como si hubieran litigado ante un juez del Estado.

Por otro lado, el laudo es un acto materialmente jurisdiccional y proviene de una entidad moral o persona física que está facultada para conocer de determinadas controversias, porque así está previsto en una norma jurídica; que hace uso de esa atribución conferida por pacto expreso de las partes, quienes le atribuyen la potestad necesaria para que resuelva la controversia existente entre ellas.

Ese hacer uso de una facultad expresamente conferida en una norma jurídica, que puede crear, modificar o extinguir un derecho o una obligación; así como que el laudo sea un acto materialmente jurisdiccional, y que puede constituir un acto de privación, son suficientes para que el juicio de garantías proceda en su contra y pueda analizarse su constitucionalidad, por lo que debe abandonarse el criterio formalista que determina la improcedencia sobre la base de que no es autoridad, porque no es un órgano jurisdiccional del Estado.

Además, con el arbitraje, el Estado delega su función jurisdiccional y transmite las facultades reservadas a los órganos jurisdiccionales, en cuanto al procedimiento de cognición, hasta el dictado del laudo, y otorga a éste eficacia de cosa juzgada; por lo tanto, ese acto de delegación previsto en la norma jurídica crea la facultad de las partes interesadas de elegir y someterse a un árbitro para que dirima sus controversias, e implica que esa parte de la jurisdicción que corresponde a los órganos jurisdiccionales del Estado es conferida al árbitro y esa delegación se agota con el dictado del laudo, y es devuelta sólo para obtener la ejecución, ante la falta de cumplimiento voluntario.  

La ejecución de un laudo requiere de la intervención del juez competente y deben pasar los autos ante él para que requiera al deudor sobre el cumplimiento dado a lo resuelto por el árbitro y proceda a su cumplimiento forzoso, y en su caso, debe llevar a cabo todo lo necesario para obtener el cumplimiento del laudo. 

Conforme al criterio jurisprudencial existente, es el acto del juez el que permite la impugnación de esa ejecución del laudo, pero ya no puede resolverse sobre la legalidad de su contenido. 

La jurisprudencia publicada en la página 181, del Tomo IV, del Apéndice de Jurisprudencia de 1917-1995, establece lo siguiente: 

“LAUDO ARBITRAL, ACUERDOS DE HOMOLOGACION Y EJECUCION DEL. PROCEDE EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, EN TERMINOS DEL ARTICULO 114, FRACCION III, DE LA LEY DE AMPARO, Y NO EL DIRECTO A QUE ALUDE EL 158 DEL MISMO ORDENAMIENTO. Cuando se reclama en juicio de garantías un laudo arbitral homologado o los acuerdos tendientes a declararlo, así como los actos de ejecución con relación al mismo, el procedente es el juicio de amparo indirecto ante los jueces federales, atento a lo que al respecto dispone el artículo 114 de la Ley de Amparo, ya que por la complejidad de los mismos actos que se impugnan no se está en el caso de la sola sentencia definitiva que constituye el laudo arbitral homologado, para reclamarlo en amparo directo, conforme al señalamiento del artículo 158 del mismo cuerpo legal.”

Cuando el laudo no tiene ejecución porque niega la procedencia de la pretensión el laudo también constituye un acto de privación que bajo el criterio formal de que el árbitro no es autoridad, queda fuera de examen constitucional, y como no habrá ejecución, la tesis invocada con antelación impide que proceda el juicio de amparo. Sin embargo, lo resuelto en el laudo si tiene eficacia de cosa juzgada y puede oponerse en cualquier juicio posterior que se intente entre las mismas partes y por la misma causa de pedir; y por el mismo objeto.

Esa característica del laudo como excepción de cosa juzgada, lo hace un acto materialmente jurisdiccional y como acto de privación debe ser objeto de juicio de amparo. 

Sólo con la procedencia del juicio de amparo contra los laudos arbitrales se podrá cumplir con la garantía de audiencia previa que establece el artículo 14 constitucional, porque es un acto que proviene de un juez que por voluntad expresa de las partes ha dirimido una controversia, y al que el Estado reconoce fuerza obligatoria como un acto base para la ejecución porque es cosa juzgada; de manera que se reserva únicamente la facultad de ejecutar, que implica invadir el más preciado de los espacios que tiene el hombre, su libertad, para hacerle cumplir lo resuelto en un laudo, derivado de un procedimiento al que se sometió expresamente.

De esa manera, si la ley concede al particular insatisfecho y a su contraparte la opción de elegir quién resuelva su controversia, también debe reconocérseles el derecho a que el laudo que se emita pueda analizarse en el juicio de garantías; de lo contrario, se vedará su derecho a que el acto de privación deba calificarse como constitucional y que sólo entonces no haya ninguna barrera jurídica para que se ejecute; en acatamiento precisamente a lo pactado libremente por ellos.    

México, Distrito Federal, a dieciséis de octubre del año 2000.

Neófito López Ramos

Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil

del Primer Circuito.
CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA  DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PONENCIA DEL SEÑOR JUEZ DE DISTRITO

JESÚS GUADALUPE LUNA ALTAMIRANO.

TEMA CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y SANCIONES.

En principio, y antes de entrar en materia,  agradezco la oportunidad, auspiciada por el Presidente de nuestra Suprema Corte de Justicia de la  Nación, Don Genaro David Góngora Pimentel, de poder participar en este gran Congreso Nacional de Juristas para analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo.
Quiero también aprovechar estas líneas para reflexionar un poco acerca de la finalidad de este evento.

El objetivo central del mismo, consiste en el análisis de la propuesta de una nueva Ley de Amparo, desde la perspectiva de los beneficios que traerá y de los hechos que hacen necesario modernizar la legislación en la materia, pues las normas deben irse actualizando conforme evoluciona y cambia la sociedad y la importancia de que el poder Judicial de la Federación sea un verdadero garante del Estado de Derecho, así como que a través de leyes, se responda a los reclamos sociales en materia de justicia pronta y expedita.

El mundo de los hechos avanza, en muchas ocasiones, mas rápido que el propio ámbito de lo jurídico, en ese proceso inercial y dialéctico, el derecho se ve superado  por los hechos.

Nuestra Ley de Amparo, no escapa a este proceso.

Nuestra Ley de Amparo, nació a iniciativa legislativa del entonces Presidente de la República, General Lázaro Cárdenas del Río; casi siete décadas de existencia y, si bien es cierto que no podemos negar que en el devenir de los años ha tenido múltiples y variadas reformas, también lo es que estructuralmente requiere un cambio, las reformas no bastan. Los reclamos sociales de que la norma jurídica corresponda a los anhelos de justicia pronta y expedita exigen esa transformación, de la cual hoy se ha dado el primer gran paso.

Y que mejor, que el primer paso del proceso que dará nacimiento a una nueva y mejor Ley de Amparo, se dé en nuestra casa y bajo el ejemplo de nuestro líder, Don Genaro David Góngora Pimentel, quien es la estrella polar que nos guía, en hora buena que un hombre de su talento, de su visión, pero sobre todas las cosas, de su sensibilidad jurídica quien junto con el señor Ministro Don Humberto Román Palacios, Coordinador de este proyecto, nos ha infundido el respeto por la Institución y por lo que hacemos. De nuestro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación hemos aprendido que decir el derecho es una loable y difícil tarea llena de escarpados senderos, pero al final del camino siempre refulgente hemos de hallar a la justicia, cuyo esplendor se manifiesta en nuestras resoluciones como jueces de la Justicia Federal.

Por convicción personal, reitero mi admiración, mi respeto y mi compromiso ante nuestro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de contribuir en este Congreso, desde mi modesta posición,  con un pequeño granito de arena, al enorme esfuerzo que él ha realizado para la elaboración de una nueva Ley de Amparo, que redunde en beneficios para todos esos hombres y mujeres de México que creen y tienen firme su esperanza en la Justicia Federal.

Entrando en materia, quisiera centrar mi ponencia en el último de los temas a que se refiere la convocatoria, sí es el último en el índice, pero no por ello es el último en cuanto a su importancias, hablo del Cumplimiento de Sentencias y Sanciones.

Este tema me trae grandes y emotivos recuerdos, viene a mi mente la entrañable y querida Unidad de Gestión y Dictamen de Cumplimiento de Sentencias, de la que fui titular por espacio de un año.

Es en ella donde desarrollé mis conocimientos sobre inejecución de sentencias de amparo, donde entendí la verdadera trascendencia e importancia de esos procedimientos, donde palpé la desesperación de los quejosos quienes en muchas de las ocasiones tenían en el papel la más hermosa de las ejecutorias de amparo, pero tristemente no podían obtener su cumplimiento por causas imputables a las autoridades responsables, y en ocasiones a los Tribunales de Amparo.

Y, es que la ejecutoria más perfecta y bella que no se ejecuta, es letra muerta.

Sí, difícil es el camino que tiene que seguir el gobernado para obtener la declaración de que se han violado sus garantías individuales, pero más difícil resulta,  aunque duela decirlo, lograr que la ejecutoria de amparo se cumpla cabalmente.

Nada más doloroso para un quejoso, que el incumplimiento a su sentencia.

Si hay algo que en realidad merece nuestra atención, son los procedimientos de ejecución de los fallos de la Justicia Federal,  los cuales  durante mucho tiempo permanecieron en el olvido y con la experiencia adquirida  me atrevo a afirmar, porque conocí uno de los problemas de raíz, que los jueces y magistrados no les dieron el lugar y la importancia preponderante que deben tener. 

Pero el problema, en mi parecer no deriva sólo de la actitud de los jueces y magistrados, creo que tiene raíces más profundas que se encuentran en nuestra actual Ley de Amparo.

En efecto, nuestra actual Ley de Amparo, en su capítulo XII, Título  y Libro Primeros, denominado De  la ejecución de las sentencias, sólo contiene diez preceptos relativos al tema, tan insuficientes son, que la casuística supera las expectativas de ellos, lo cual ha motivado que muchas de las cuestiones relacionadas con los procedimientos de ejecución, hayan sido exploradas y definidas por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En el proyecto de la nueva Ley de Amparo se ha dado más importancia al tema, tanto es así, que se propone un título tercero autónomo, en el que además de destacarse en forma independiente los procedimientos preexistentes de ejecución de las sentencias de amparo, se crean algunos nuevos, para quedar en siete capítulos que se proponen, de la siguiente manera:

I.- Cumplimiento e inejecución.

II.- Repetición del acto reclamado.

III.- Inconformidad.

IV.- Cumplimiento sustituto.

V.- Incidente por exceso o defecto en la ejecución de resoluciones de Amparo.

VI.- Incidente por incumplimiento de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme.

VII.- Disposiciones complementarias.
Debe destacarse que también el número de preceptos que regulan estas cuestiones, se ha incrementado, de diez a veintitrés y que el título goza de un buen orden y sistematización al separar, por una parte a cada una de las figuras e instituciones relativas pero también al establecer disposiciones comunes a todas ellas. Esto da más claridad y entendimiento a las instituciones de que se trata y constituye un importante avance en la sistematización del tema.

Sin embargo, como toda obra humana, el proyecto es perfectible y superable, precisamente ese es el objetivo de este congreso, que con las aportaciones e ideas derivadas de la experiencia de los que en él intervenimos, se supere el proyecto de Ley que se somete a nuestro análisis.

En esas condiciones, y entrando en materia haré el análisis respecto de los preceptos de éste título, que en mi criterio pueden mejorarse, seré sencillo, breve y concreto en mi exposición, en la medida que las reglas establecidas ordenan que la extensión de este trabajo no rebase las quince cuartillas, lo cual es entendible, dada la gran afluencia de ponencias que serán analizadas.

De suerte tal que mi contribución es la siguiente:

ARTíCULO 192

Este precepto introduce una innovación, la imposición de multas a la autoridad responsable y a su superior jerárquico, cuando no se obedeciere la ejecutoria.

En la Ley de Amparo, no existía disposición alguna que permitiera ese proceder, ni tampoco podía aplicarse supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles, de tal suerte que bajo la vigencia de la actual Ley no puede hacerse uso de esa medida de apremio, inclusive la posibilidad de imponer multas a las autoridades contumaces está  proscrita por la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación número 242, visible en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917 a  1995, Tomo VI, Materia Común, primera parte, páginas 162 y 163, de rubro y tenor:

"EJECUCIÒN DE SENTENCIAS DE AMPARO, PROCEDIMIENTO DE. MEDIOS DE APREMIO. EL ARTÌCULO 105 DE LA LEY DE AMPARO, EXCLUYE LA APLICACIÒN DEL ARTÌCULO 59 DEL CÒDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. El artículo 105 de la Ley de Amparo, establece el procedimiento a seguir en materia de cumplimiento de ejecutorias constitucionales. Cuando éstas no se encuentren cumplidas o en vías de ejecución veinticuatro horas después de notificadas, el juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, requerirán, de oficio o a petición de parte, al superior de la autoridad remisa para que la obligue a cumplir sin demora. Si la responsable no tuviere superior, el requerimiento se le hará directamente, asimismo, cuando el superior inmediato no atendiere el requerimiento y tuviere a su vez superior jerárquico, también se requerirá a éste. Por último, cuando a pesar de estas intimaciones no quedare cumplida la resolución, el juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito remitirán originales de sus actuaciones a la Suprema Corte para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución, dejando copia certificada de las constancias conducentes para procurar su exacto y debido cumplimiento en la forma que establece el artículo 111 de la citada Ley. En esta última hipótesis, la autoridad que haya conocido del juicio de amparo hará cumplir la ejecutoria dictando las órdenes necesarias a ese fin, y si éstas no fueren obedecidas, comisionará al Secretario y al Actuario para lograrlo y aún podrá cumplimentarla por sí misma, empero sólo después de agotarse todos estos medios sin resultados positivos, se solicitará el auxilio de la fuerza pública para lograr esa cumplimentación. Por lo tanto, no debe aplicarse supletoriamente el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que establece los medios de apremio en favor de los Tribunales para hacer cumplir sus determinaciones, por no surtirse el extremo que exige el artículo 22 de la Ley de Amparo, es decir, ausencia de disposición expresa en la ley de la materia,  por resultar directamente aplicable el artículo 105 de la propia Ley".

Evidentemente que de aprobarse el precepto en comento, la jurisprudencia transcrita pasará a ser obsoleta, pues ahora sí existiría disposición expresa que facultara a los tribunales de amparo a imponer multas.

Esta medida constituye un apremio importante y un elemento más de los que disponen los tribunales de amparo para coaccionar a las autoridades responsables para que cumplan con sus determinaciones, sin embargo estimo que el precepto es deficiente, por las siguientes razones:

PRIMERO.- No establece los parámetros para imponer las multas, esto es, no fija un mínimo ni un máximo, y creo que es conveniente se realice, además de que las multas deben ser considerables y el criterio para su imposición debe valorarse de acuerdo a la facilidad del cumplimiento, así como a la reticencia de la autoridad para cumplir, lo cual significa que en aquellos casos que la ejecución del fallo no revista mayores complejidades, no se justifica su incumplimiento, y en tales casos la multa debe ser mayor que la que debe imponerse en aquellos casos en los que el cumplimiento se complique debido a factores externos y ajenos a la autoridad responsable. Desde luego también los superiores jerárquicos de la autoridad responsable deben hacerse acreedores a esa sanción cuando hubieran sido requeridos para que conminaran a sus inferiores a acatar un fallo de la Justicia Federal, pues los superiores incurren en la misma responsabilidad por falta de cumplimiento a la ejecutoria, respecto de sus subalternos.

SEGUNDO.- Considero que debe señalarse expresamente que la multa se impondrá a la persona física que ocupe el cargo de la autoridad contumaz, esto es importante para destacar que el pago de ésta debe hacerlo la persona física con su propio peculio y no con los erarios del Estado, pues si se dice que se multará a la autoridad responsable podría entenderse que quien respondería del pago es la institución o fuero al que pertenece y no la persona que ocupa el cargo.

Si lo que e pretende con la imposición de multas, es obtener un medio de apremio eficaz que sirva de utilidad para obtener el cumplimiento de una sentencia ejecutoria, ello sólo puede lograrse si dicha medida se hace efectiva en el patrimonio de la persona física que detente el cargo de la autoridad de que se trate, pues de otra manera, el apremio carecería de la eficacia necesaria y se correría el riesgo de que ante el incumplimiento, la multa se pagara con fondos públicos, lo que iría aún más en detrimento de la sociedad, quien además de soportar las consecuencias de la inejecución de un fallo, tendría que sufragar con sus contribuciones el pago de ésta, lo cual no es lógico ni jurídico.

De esta manera además de que la multa debe ser personal, también lo suficientemente drástica, a grado tal que infunda en la autoridad la convicción de cumplir el mandato constitucional de que se trata, so pena de resentir un perjuicio patrimonial.

De otra manera, no se logrará el objetivo pretendido con el establecimiento de dicha medida. 

ARTíCULO 196

En este precepto, a semejanza de su equivalente en la Ley de Amparo, en vigor, se habla de las sanciones a las que se hace acreedora la autoridad responsable cuando el incumplimiento a la ejecutoria de amparo es inexcusable.

Sólo se habla de la autoridad responsable, y me cuestiono ¿Qué sucede con su superior o superiores jerárquicos?

Estimo que deberían seguir la misma suerte de la autoridad responsable, pues el propio artículo 192 de la nueva Ley establece que el superior jerárquico incurre en responsabilidad por falta de cumplimiento  de las ejecutorias en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo.

En congruencia con esta disposición, considero que debe adicionarse el texto del precepto a fin de que no sólo la autoridad responsable, sino también su superior jerárquico e inclusive aquellas autoridades obligadas al cumplimiento que no fueron señaladas en la demanda, se hagan acreedoras a las sanciones respectivas, pues de otra manera no tendría razón de ser el precepto 192 que también responsabiliza a los superiores jerárquicos de las autoridades responsables por la falta de cumplimiento de la ejecutoria.

Si en realidad se pretende hacer que el sistema de impartición de justicia sea más eficaz y expedito, considero que en el texto de la nueva ley debe añadirse lo que aquí se ha dicho, pues tan reprochable es que la autoridad responsable no cumpla la ejecutoria, como que su superior no la conmine a hacerlo y siendo copartícipes del mismo hecho, deben ser responsables solidariamente.

De esta manera, se fortalecerá el procedimiento para la ejecución de los fallos de la Justicia Federal.

El precepto en análisis acusa otra deficiencia, no precisa que si la autoridad responsable goza de inmunidad, deberá solicitarse su desafuero, lo cual creo que es necesario se incluya en respeto a las disposiciones constitucionales que establecen el fuero político, lo cual no significa que quien goce de éste vaya a quedar impune, sino sólo que en respeto a dicha figura constitucional se solicite la pérdida de esa prerrogativa por los cauces legales correspondientes.

ARTÌCULO 197

Este Precepto me parece  ambiguo, pues señala que la denuncia de repetición de los actos reclamados puede plantearse por la parte interesada.

Esta expresión es demasiado amplia e imprecisa y puede conducir al error. Así como el juicio de amparo sólo puede promoverse por quien tenga un interés jurídico tutelado, pienso que la repetición de los actos reclamados sólo puede ser denunciada por la parte quejosa, por ser la que obtuvo en el amparo y a quien, en todo caso,  le depararía perjuicios jurídicos debidamente tutelados la reiteración de los actos inconstitucionales.

Sobre este tenor, me parece interesante la jurisprudencia número 3ª./J. 25/93, sustentada por la Tercera Sala de la anterior integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se puede aplicar al caso por identidad de razón y cuyo contenido es el siguiente:

"INCONFORMIDAD PREVISTA POR EL ARTÌCULO 105 TERCER PÀRRAFO DE LA LEY DE AMPARO. EL TERCERO PERJUCICADO CARECE DE LEGITIMACIÒN PARA PROMOVERLA. Si bien el artículo 105, párrafo tercero de la Ley de Amparo, dispone que cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria se enviará a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, una correcta interpretación de dicho precepto impone establecer que es al quejoso al que corresponde promover el incidente de inconformidad, puesto que es a quien pudiera causar perjuicio la resolución emitida por la autoridad que conoció del amparo, en la que tiene por cumplida la ejecutoria dictada en el juicio de garantías, y no al tercero perjudicado por carecer de legitimación al no verse afectado en sus intereses con tal determinación, pudiendo éste, si lo estima pertinente, interponer el recurso de queja previsto por el propio cuerpo normativo en su artículo 95, fracciones IV y IX, por considerar que se incurrió en defecto o exceso en el cumplimiento, o bien un nuevo juicio de amparo por violaciones de garantías que, en su opinión, haya cometido la responsable al emitir el acto de cumplimiento a la ejecutoria relativa."

En otro aspecto, creo que el precepto también es deficiente, pues existirán casos en los que la parte quejosa deba acreditar ciertos hechos en el procedimiento de denuncia de repetición de los actos reclamados, sin que al respecto se establezca o diga algo sobre las pruebas, su ofrecimiento, admisión o desahogo.

Lo de menos es ocurrir en supletoriedad al Código Federal de Procedimientos Civiles, como lo establece la tesis número 2ª. CXI/95, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo contenido es el siguiente:

"REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO. EN EL INCIDENTE RELATIVO SON APLICABLES, SUPLETORIAMENTE, LAS NORMAS DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, RELATIVAS AL OFRECIMIENTO Y DESAHOGO DE PRUEBAS EN INCIDENTES.- La circunstancia de que el artículo 108 de la Ley de Amparo, no establezca expresamente un término para el ofrecimiento y recepción de pruebas durante la tramitación del incidente de repetición del acto reclamado, no es razón suficiente para que, mediante una interpretación meramente literal del precepto, se estime que en el incidente de repetición no procede el ofrecimiento y desahogo de pruebas, si se considera que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2º. de la Ley de Amparo, y el criterio de este alto tribunal en relación a la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles a aquella Ley, esta supletoriedad es aplicable respecto de las normas que regulan el ofrecimiento y desahogo de pruebas en los incidentes, contenidas en el Libro Segundo, Título Segundo, Capítulo Único, denominado "incidentes", del código adjetivo civil federal, ya que estas normas procesales sólo vienen a complementar, y no pugnan, con lo preceptuado en el artículo 108 de la Ley de Amparo, además, lo anterior permite que se respete a las partes la garantía de audiencia, ya que una vez presentada la denuncia de repetición del acto reclamado, el quejoso, la autoridad responsable y, en su caso, el tercero perjudicado, en condiciones de igualdad procesal, estarán en aptitud de ejercer con mayor eficacia su derecho de defensa."

Sin embargo si lo que se pretende es perfeccionar la norma, la supletoriedad debe hacerse de lado, pues precisamente estamos en el lugar y en el momento histórico adecuado para perfeccionar la Ley de Amparo, de tal suerte que sería conveniente que en esta misma se regularan las cuestiones relacionadas con el ofrecimiento, admisión y desahogo de las pruebas en los procedimientos de ejecución de las sentencias de amparo como el que ocupa nuestra atención. La supletoriedad opera ante la imprevisión, mejor seamos previsores y hagamos bien las cosas desde un principio e incluyamos en la nueva Ley de Amparo, las reglas relativas a las pruebas en los incidentes de los que se ha venido hablando. 

ARTÍCULOS 202 Y 203

Estos preceptos se refieren al cumplimiento sustituto, pero contemplan una sola de sus vertientes que es la tramitación en forma de un incidente, pero no contemplan la posibilidad de que el cumplimiento subsidiario se pueda dar a través de la libre convención entre las partes.

La experiencia obtenida en la Unidad de Gestión y Dictamen de Cumplimiento de Sentencias, me permite afirmar que gracias a la gestión entre las autoridades y los quejosos, en muchas de las veces se encontraron fórmulas para dar satisfacción a las ejecutorias en forma subsidiaria,  a través de la libre convención entre las partes, sin la intervención del juez.

El convenio es un instrumento importante en estos casos, pues a través de él se finiquitaron y podrán seguir haciéndolo muchos asuntos en los que existe notoria imposibilidad jurídica o material para ejecutar un fallo de la Justicia Federal.

Hasta ahora la posibilidad de  convenir el cumplimiento sustituto sin la intervención  del  órgano  jurisdiccional,  ha sido analizada y establecida  por  la  tesis  2ª. X/92, sustentada por la Segunda Sala de la anterior integración de nuestro máximo tribunal, cuyo contenido es el siguiente:

"INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE LA EJECUTORIA SIN LA INTERVENCIÓN DEL JUEZ. De conformidad con el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, el quejoso puede solicitar que se de por cumplida la ejecutoria mediante el pago de daños y perjuicios que haya sufrido, debiendo el juez de Distrito oír incidentalmente a las partes y resolver lo que proceda, para determinar la forma y cuantía de la indemnización. Ahora bien, existe la posibilidad de que el quejoso no ocurra ante el juez para solicitar el pago de daños y perjuicios en cumplimiento de una ejecutoria, sino que convenga en ello con la propia autoridad responsable; evento en el cual, si existen constancias que acrediten el pago, debe considerarse que operó el cumplimiento sustituto."

Considero que este principio explorado a través de una tesis, debe llevarse a la letra de la Ley, pues insisto, la experiencia obtenida en la Unidad de Gestión y Dictamen de Cumplimiento de Sentencias, me permite afirmar que en muchos de los casos en que existen dificultades ya sea de hecho, jurídicas o materiales, para cumplir con una ejecutoria, esta forma alterna de cumplimiento ha permitido encontrar una salida, por lo que creo que es importante su reglamentación en la nueva ley que ahora nos ocupa y que no quede sólo en un criterio de nuestro máximo tribunal.

En caso de la tramitación del incidente de pago de daños y perjuicios es de capital importancia la actividad probatoria de las partes, pues de ello dependerá que el tribunal de amparo cuente con los elementos necesarios para imponer el monto de la condena. Sin embargo al igual que en el incidente de repetición de los actos reclamados, nada se dice respecto de las pruebas por lo que  considero que esta cuestión también debe reglamentarse. 

ARTÍCULO 205

Creo que la primera fracción de este precepto nada tiene que ver con la ejecución  de las resoluciones de amparo, pues se refiere a la procedencia del incidente por exceso o defecto en la ejecución de resoluciones de amparo en contra de la determinación que conceda la suspensión al quejoso, cuya materia nada tiene que ver con e tema de que se ha venido hablando, parece mas bien una reminiscencia, de las hipótesis establecidas para la procedencia del recurso de queja  en la Ley de Amparo en vigor, que por un error se ubicó en un capítulo de la nueva ley que ninguna relación guarda con dicha disposición, por lo que considero que debe suprimirse.

Estos son a mi juicio, los aspectos que pueden mejorarse en los preceptos de la Nueva Ley de Amparo que se propone, los someto a la consideración de los Congresistas, en espera de que el resultado de este encuentro redunde  en la finalidad por la cual hemos sido congregados: Analizar los beneficios y bondades del proyecto de la nueva Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, para responder a los reclamos sociales en materia de justicia pronta y expedita.

No cabe duda, hablando de los procedimientos de ejecución de las sentencias de amparo, que ha habido avances significativos en ese rubro.

Uno de ellos lo constituyó la creación de la Unidad de Gestión y Dictamen de Cumplimiento de Sentencias, en la cual durante su existencia se proyectaron algo más de mil cuatrocientos proyectos en las distintas materias relativas a los procedimientos de ejecución de las sentencias, es decir, incidentes de inejecución, inconformidades, denuncias de repetición de los actos reclamados y quejas. 

La Unidad cumplió un ciclo y un objetivo, abatir el rezago en materia de inejecución de sentencias, por ello cesaron sus funciones. Contribuyó a crear en los tribunales de amparo una cultura jurídica del cumplimiento de las ejecutorias.

Ahora, desde otra perspectiva, como lo es este Congreso, los que en èl participamos tenemos la enorme responsabilidad de aplicar nuestros conocimientos, nuestra experiencia, pero sobre todas las coas nuestra sensibilidad como juristas de mejorar nuestra Ley de Amparo.

Yo he elegido, como lo dije al principio de esta exposición, el último de los temas, no por ello el menos importante, por el contrario, en la medida que se fortalezcan los procedimientos de ejecución de las sentencias, se consolidará el amparo como lo que es, el instrumento del que dispone el quejoso para ser restituido en el pleno goce de sus garantías individuales violadas a consecuencia de los actos arbitrarios del poder público. 

A t e n t a  m e n  t  e

México, Distrito Federal, a 16 de octubre del año 2000.
JESÚS GUADALUPE LUNA  ALTAMIRANO.
Mgdo. Abraham S. Marcos Valdés

1er. Tribunal Colegiado

en Materias Penal y Civil

del Cuarto Circuito

Monterrey, N.L.

LA ADHESION A LA REVISION Y EL AMPARO ADHESIVO

Por virtud de las reformas que en 1988 se hicieron a la Ley de Amparo, se adicionó su artículo 83 para establecer la adhesión a la revisión en los siguientes términos:

"En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste".

En el primer párrafo del artículo 80 del Proyecto de Ley de Amparo se conserva esa disposición, añadiéndose únicamente que la presentación y trámite de la adhesión se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para la revisión principal.

En el segundo párrafo del citado precepto se introduce  lo siguiente:

"Los agravios en la revisión adhesiva pueden fortalecer las consideraciones de la sentencia que orientaron el resolutivo favorable al recurrente, o impugnar las que concluyen en un punto decisorio que le perjudica".

El propósito de este trabajo es demostrar que, atento a la naturaleza y objeto de los llamados recursos adhesivos, en vez de otorgarse la adhesión a la revisión para fortalecer consideraciones de la sentencia o para impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudique al interesado, debe concederse para combatir las consideraciones que, precisamente por no haber conducido a una resolución desfavorable, sólo podrían impugnarse a través de la revisión adhesiva.

Uno de los requisitos objetivos que debe darse en la revisión, como en cualquier otro recurso o proceso, es el del interés.

Para recurrir, hace falta un interés por parte del recurrente e indudablemente este interés se halla en el hecho de haber sido perjudicado por la sentencia contra la que se recurre.

Por tanto, la condición que determina la existencia de una causa para interponer un recurso, es el haber obtenido una decisión desfavorable en la primera instancia del litigio, puesto que esa circunstancia determina un perjuicio o gravamen para la parte, que justifica su recurso en función del interés. De aquí que el vencido pueda siempre  recurrir, por razón del interés, y no pueda hacerlo el vencedor, que carece de interés para el recurso, ya que, por definición, se supone que ningún perjuicio experimenta con la sentencia dictada.

Las sentencias se integran con dos partes: Una de ellas que contiene la fundamentación de hecho y de derecho en que se hace descansar la resolución del juez, y la otra, formada por los dispositivos o puntos resolutivos del fallo, que deciden el litigio.

En principio, son los puntos resolutivos de una sentencia los que pueden, o no, causar un perjuicio y dar el interés que justifique la interposición de un recurso.

Sin embargo, puede acontecer que de los considerandos del fallo resulte una restricción o limitación de los términos de los resolutivos. En este caso, obviamente tendría interés para hacer valer el recurso la parte a quien le fueron desfavorables los puntos decisorios. Pero también la parte contraria, a fin de obtener la modificación del alcance de los puntos resolutivos, que fue restringido o limitado en la parte considerativa de la sentencia.

La otra situación que se presenta con frecuencia, es la siguiente:

Una sentencia que concede a la parte todo lo que ha pedido, sin limitar ni restringir su pretensión, pero en la que se contienen consideraciones que no le benefician.

Ejemplo: El demandado opone dos excepciones perentorias contra la acción que se ejercita en su contra. El juez estima infundada una de ellas, pero fundada la otra, y con base en esto último lo absuelve de la reclamación.

En ese supuesto, el demandado estaría imposibilitado para hacer valer el medio de impugnación, pese a las consideraciones del fallo, a través de las cuales se estimó infundada una excepción, porque no siendo estas consideraciones determinantes del sentido de la sentencia, que en su parte dispositiva le fue completamente favorable, tampoco existiría el gravamen o perjuicio de orden práctico, que justificaría el recurso.

La adhesión a la apelación, que es el antecedente inmediato de la adhesión a la revisión, tiene precisamente por objeto remediar la situación de indefensión en que puede quedar colocada la parte que, por haber obtenido sentencia favorable, se halla imposibilitada para interponer el recurso.

Citando un estudio del procesalista venezolano Luis Loreto, que se publicó en la Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México (diciembre de 1958, página 102), Hernando Devis Echandía (citado a su vez por el licenciado Vicente Aguinaco Alemán, en la conferencia que impartió en esa Facultad en el año de 1974, dentro del "Curso de Actualización de Amparo"), expone acerca de la adhesión a la apelación, en sus "Nociones Generales de Derecho Procesal Civil", Aguilar, Madrid, 1966, página 674:

"En el Derecho Romano anterior a la constitución 'Ampliorem' de Justiniano, el juez de la apelación sólo podía tener en cuenta los gravámenes denunciados por el apelante, y por esto, si la otra parte no apelaba a su vez, le era imposible obtener una reforma de la providencia en lo que le era desfavorable y, por tanto, en la favorable al apelante. De ahí, que tal sistema se denomine de la 'personalidad del recurso'. Pero en la mencionada constitución se varió fundamentalmente el efecto del recurso y se dejó al juez en libertad de reformar el fallo apelado en lo favorable al apelante, y por ende, en su contra y en beneficio de la otra parte, cuando el juez lo considera necesario conformarlo 'a las leyes y a la justicia', aunque la parte no apelante no compareciera para solicitarlo, pues entonces se encomendaba al juez la defensa de sus intereses. Este sistema se conoce con el nombre de 'comunidad de la apelación' y es un claro ejemplo de aplicación del principio, olvidado luego por mucho tiempo, y que es patrimonio indiscutible del derecho procesal moderno, de que el fin del proceso es la realización de la justicia en interés público y no satisfacer el interés de las partes en litigio. Es este el origen del instituto de la 'adhesión a la apelación'. La situación de las partes era igual, cualquiera que fuera el apelante y aún en ausencia de la otra. Creemos que estas facultades del juez de la apelación se justifican por la naturaleza del recurso, ya que aquél conoce el juicio con absoluta soberanía y para una revisión total. De ahí que haya sido necesario recurrir a la ficción, por lo general contraria a la realidad, de que quien no apela consiente lo adverso de la decisión, para imponer entonces el juez superior la prohibición de reformarla en esa parte (reformatio in pejus), lo que se nos antoja un rezago del criterio archivado que considera el proceso como contienda entre particulares y para un interés privado (cuasicontrato de litis contestatio). Para estar de acuerdo con los actuales conceptos acerca del proceso, de la acción y la jurisdicción, se debiera regresar al sistema justinianeo, cuando no exista una expresa manifestación de consentir lo desfavorable de la providencia por la parte no apelante. La adhesión a la apelación es un sistema intermedio, que tiene la modalidad de exigir la intervención del no apelante ante el juez superior para reclamar la revisión de la providencia apelada en lo que le es desfavorable. Su origen data de las postrimerías de la Edad Media, para ser perfeccionada más tarde por obra de glosadores y canonistas. Se consideraba la consecuencia lógica y necesaria del principio de la comunidad de la apelación, para borrar ente los litigantes toda desigualdad… El instituto de la adhesión a la apelación tuvo acogida en las viejas leyes españolas (ley 5, título 23, Part. 3). El célebre conde de la Cañada logró prevalecer su concepto, que luego se extendió a la mayoría de los países hispanoamericanos, en el sentido de que aún en el caso de que el apelante hubiera limitado un recurso a determinados puntos, la adhesión de la otra parte le daba derecho a que le revisara el fallo en lo demás, por lo cual la apelación devolvía la causa abíntegro… La diferencia entre el sistema de la comunidad de la apelación y el de la adhesión a la apelación consiste en que en el primero el recurso interpuesto por cualquiera de las partes, se entiende en beneficio común o de ambas, y el superior puede y debe de oficio revisar la providencia en todos sus aspectos y modificarla en lo que no se ajuste a la Ley, sin que importe en beneficio de cuál de las partes se haga; al contrario, en el último se necesita que la parte no apelante concurra a adherirse al recurso ante el superior, para que éste pueda revisar y modificar, si es el caso, la parte del fallo que le sea desfavorable y, por tanto, que le sea favorable a la apelante".

Ahora bien, instituir la adhesión a la revisión para fortalecer las consideraciones que orienten el resolutivo favorable al recurrente, mediante la expresión de agravios, como lo hace el Proyecto, equivale a sostener que la debilidad o la deficiencia de la motivación del juez inferior, lesiona o perjudica los derechos del que ha obtenido una decisión favorable, de tal modo que se requiere de expresar agravios para que pueda esa deficiencia ser remediada. Y es tanto como aceptar que los tribunales, al conocer del recurso contra la sentencia de primer grado, han de ceñirse a examinar su legalidad atendiendo estrictamente a los razonamientos del inferior, en los términos en que hayan sido emitidos, con la posibilidad de revocar el fallo por el solo hecho de ser deficientes o débiles tales razonamientos, a menos que éstos los venga a robustecer la contraparte a través de la adhesión al recurso.

Abandonada ya la teoría del cuasicontrato de "litiscontestatio", para reconocer el principio de que el fin del proceso es la realización del derecho en interés público, no es admisible que como consecuencia de la deficiente argumentación de la sentencia de primer grado, que por otro lado concluya en una decisión legal, se abra la posibilidad de revocarla, como lo da a entender el que se establezca la adhesión al recurso con la finalidad específica de fortalecer los argumentos del inferior, a través de la expresión de agravios. Estos últimos se confunden, así, con los alegatos que, a manera de contestación a los agravios, formula usualmente la contraparte del que ha interpuesto el recurso, con el propósito de sostener la legalidad del fallo de primera instancia que fue dictado a su favor; alegatos cuya falta nunca ha sido ni debe ser obstáculo para que los tribunales revisores cumplan su función, mejorando, si es necesario, los fundamentos del juez, pues lo contrario implica  concebir la revisión  como una operación matemática consistente en repetir , o no, aquellos fundamentos.

Por otra parte, si el objeto de la adhesión a la revisión es remediar, como se dijo, la situación de indefensión en que pueda quedar colocada la parte que, por haber obtenido sentencia favorable, se encuentre imposibilitada para interponer el recurso principal, no cabe configurar esa adhesión para impugnar argumentos que concluyan en un punto decisorio que le perjudique al interesado.

El examen del recurso de revisión, como se concibe en el Proyecto, comprueba que existe, en primer término, un recurso interpuesto originariamente por la parte a quien perjudica la resolución recurrida.

Al lado de esa revisión principal surge otra que se produce cuando la parte que no ha promovido la impugnación la interpone, no obstante,  en una segunda instancia ya provocada por un recurso que otro formuló. Se tiene así un recurso de revisión secundario o derivado, en cuanto que nace sólo porque está pendiente el proceso de impugnación abierto por otro y en tanto en cuanto éste se mantiene.

Ahora bien, un punto resolutivo que es desfavorable al interesado, le causa indudablemente el perjuicio o gravamen que justifica la interposición de la revisión principal, tendiente a impugnar las consideraciones que rijan ese punto. Conceder, en tal caso, el recurso adhesivo, es convertir lo secundario en principal, dando a la adhesión a la revisión el carácter de una revisión principal que puede formularse tardíamente; lo que daría lugar a situaciones anómalas, como la siguiente:

El quejoso reclama la desposesión de dos bienes. El juez concede el amparo para que se le restituya uno, y niega la protección constitucional o decreta el sobreseimiento en relación con el otro.

En esas circunstancias, tanto el tercero perjudicado como el quejoso estarían legitimados para interponer la revisión, impugnando cada uno el resolutivo y las consideraciones respectivas.

Sin embargo, conforme al Proyecto, resulta que, interpuesta la revisión únicamente por el quejoso, podría la contraparte, que no la hizo valer, adherirse posteriormente para impugnar el resolutivo que le fue desfavorable, no obstante tratarse de cuestiones autónomas y cada una de ellas de carácter principal. 

La adhesión a la revisión debe en realidad concederse para combatir consideraciones que no han conducido a una decisión desfavorable, como sucede, por ejemplo, en el siguiente caso:

El tercero perjudicado hace valer dos causas de improcedencia. Estima que la demanda de amparo es extemporánea y que el quejoso carece de interés jurídico. El juez de Distrito considera que la demanda es oportuna, pero califica como fundada la otra causal de improcedencia, por lo que decreta el sobreseimiento.

En tal situación, el tercero perjudicado no tiene porqué recurrir el fallo, pues ha obtenido lo que pidió, y en todo caso la existencia en ese fallo de alguna consideración adversa, carece de importancia en cuanto no ha influido en el sentido de la decisión, que le es favorable a dicha parte. 

No obstante, si el quejoso interpone revisión, que obviamente atacará sólo las consideraciones por las que se le conceptuó carente de interés jurídico, nace la posibilidad de que se revoque el sobreseimiento, y como el tribunal de segunda instancia no podría oficiosamente revisar lo decidido por el inferior en cuanto a la oportunidad en la presentación de la demanda, es preciso conceder al tercero perjudicado el derecho de adherirse a la revisión para impugnar las consideraciones respectivas, evitando así que quede en estado de indefensión.

En esas condiciones, la ponencia es en el sentido de que se modifique el segundo párrafo del artículo 80 del Proyecto, para quedar como sigue:

"Los agravios en la revisión adhesiva pueden impugnar las consideraciones de la sentencia que no concluyan en un punto decisorio que le perjudique al recurrente".

En la inteligencia de que, con base en las ideas expuestas, aplicadas en lo conducente, se propone que el segundo párrafo del artículo 180 del Proyecto, relativo al amparo directo adhesivo, quede redactado en la forma siguiente:

"Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a impugnar las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio, que no concluyan en un punto decisorio que le perjudique al interesado, así como las violaciones procesales que se hubiesen cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo".

MGDO.  ABRAHAM SERGIO MARCOS VALDES

Congreso Nacional de Juristas para analizar la

propuesta de una nueva Ley de Amparo.

Propuestas que hacen los Magistrados del Primer Circuito en Materia de Trabajo.

TÍTULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo II.

Capacidad y Personería

Artículo 4o.

Modificar la fracción III.- El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter: ...b) la contraparte del quejoso o la que tenga interés en que subsista el acto reclamado,  cuando el acto reclamado emane  de un juicio o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo...

Al preverse la figura del amparo adhesivo, en términos de lo dispuesto por el nuevo artículo 180, dicho precepto autoriza a la parte que hubiera obtenido sentencia favorable a promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, sin embargo, de acuerdo con la experiencia, se puede precisar que no sólo la contraparte del quejoso puede tener interés en que subsista el acto reclamado, sino que puede tenerlo también quien haya figurado como codemandado o como tercero llamado a juicio, en el asunto de origen, por lo tanto, limitar la participación en el amparo únicamente a la contraparte, significaría que los demás interesados en la subsistencia del acto reclamado, no tendrán la oportunidad de hacer valer el amparo directo adhesivo. Además, que de quedar en los términos en que actualmente se encuentra redactado el artículo 4º fracción III, daría lugar a que no fueran emplazados al juicio de garantías todos aquellos que en un momento dado pueden ser titulares de la acción de amparo directo adhesivo, con los consecuentes retardos en la integración de los expedientes, tanto de amparo directo principal como adhesivo.

TÍTULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo III.

Plazos

Artículo 16.

Adicionar la fracción V. Cuando se trate de la adhesión a la demanda de amparo directo, en que será de quince días, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la promoción de la demanda de amparo de que se trate.

Se estima innecesario un plazo tan amplio como lo sería el de treinta días que rige tratándose del amparo directo, toda vez que la parte que pretenda adherirse al amparo promovido por el quejoso debe conocer desde la fecha de la notificación del acto reclamado tanto los beneficios como los perjuicios que dicho acto le causa, y en esa virtud puede prever la posibilidad de la promoción del amparo así como los términos en que deberá adherirse al mismo, además de que un plazo tan amplio repercutiría negativamente en cuanto a la garantía de prontitud prevista en el artículo 17 constitucional.

TÍTULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo VII.

Improcedencia

Artículo 59

Modificación a la fracción X. Párrafo primero … o por falta de adhesión al juicio de amparo, en el caso del artículo 180, en el término señalado en el artículo 16.

Se justifica este agregado en virtud de que si se prevé la existencia del amparo adhesivo, debe regularse la obligatoriedad de su promoción, a efecto de evitar dilaciones innecesarias en el procedimiento, pues no debe dejarse al arbitrio de las partes el que lo promuevan o no.

TÍTULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo II.

El Amparo Directo

Sección Primera

Procedencia

Artículo 170

Modificación a la fracción IX, para quedar como sigue.-  En cualquier otro caso en que se trate de actos que no sean de imposible reparación dentro del juicio.

La actual redacción del proyecto de Ley de Amparo, implica que exista confusión por parte de la autoridad que conozca del amparo, pues al establecer la fracción IX que debe de tratarse de “casos análogos a los previstos en las fracciones anteriores”, los juzgadores se verían en la necesidad de encuadrar el caso concreto que se les plantee en alguna de las fracciones, sin embargo, de un estudio de todas las hipótesis previstas en dicho numeral, se advierte que el factor común entre ellas, es que todas se refieren a actos dentro del juicio que no son de imposible reparación, pues en caso contrario, la vía correcta sería el amparo indirecto.

TÍTULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo II.

El Amparo Directo

Sección Tercera

Substanciación

Artículo 180

Modificarlo en los siguientes términos: La parte que tenga interés en que subsista el acto reclamado podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto reclamado, el cual se tramitará en el mismo expediente.

Esta reforma resulta necesaria para que exista congruencia en cuanto a los titulares de la acción de amparo directo adhesivo, pues de acuerdo con la experiencia, puede precisarse que no sólo la contraparte del quejoso puede tener interés en que subsista el acto reclamado, sino que puede tenerlo también quien haya figurado como codemandado o como tercero llamado a juicio, en el asunto de origen, por lo tanto, limitar la participación en el amparo únicamente a la contraparte, significaría que los demás interesados en la subsistencia del acto reclamado, no tendrán la oportunidad de hacer valer el amparo directo adhesivo. Esta modificación guarda estrecha relación con la diversa modificación ya precisada al artículo 4º. en esta misma ponencia. 

TÍTULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo II.

El Amparo Directo

Sección Tercera

Substanciación

Artículo 185

Párrafos primero y segundo sin modificación. Agregar un tercer párrafo: En los dos casos anteriores se procederá a la firma del engrose dentro de los quince días siguientes.

El artículo redactado como menciona la propuesta, implica la remisión en cuanto al término para el engrose al diverso artículo 182, que establece la firma del engrose en un término de diez días, de aquellos asuntos que fueron aprobados sin modificación; sin embargo, se considera insuficiente tal plazo pues precisamente la resolución se tomó por mayoría de votos, con independencia de que el ponente hubiera aceptado o no las adiciones y reformas propuestas en sesión, pues sea que el engrose corresponda al propio ponente o a un magistrado de la mayoría, tal engrose implica una nueva redacción de la ejecutoria, que puede inclusive tomarse en un sentido distinto al del proyecto original, que en algunas ocasiones tomaría más del término de diez días sugerido, máxime si en la ley anterior el término del caso específico, era de quince días de conformidad con lo establecido en el artículo 188 párrafo segundo, en relación con el 187 segundo párrafo, y en tal virtud, no existe justificación alguna para disminuir el plazo que la ley concedía; además, ello acarrearía como consecuencia, que los Tribunales Colegiados se vieran en la necesidad de aplazar el asunto, precisamente para contar un plazo mayor al propuesto, lo que demoraría innecesariamente los procedimientos. 

TÍTULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo II.

El Amparo Directo

Sección Cuarta

Suspensión del Acto Reclamado

Artículo 188

Modificación al primer párrafo.- La autoridad responsable decidirá, en el plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad; tratándose de materia laboral esta obligación corresponde al presidente de la autoridad respectiva.

Al señalar el texto propuesto al presidente de la junta respectiva, se produce confusión en cuanto a los actos derivados del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y de las Salas del mismo, toda vez que tales autoridades también emiten laudos en materia de trabajo, sin embargo no son juntas y revisten el carácter de autoridades responsables, cuyo presidente debe resolver sobre la suspensión solicitada.

Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las reformas que se proponen a la Carta Magna, tienen como único propósito establecer una congruencia entre aquélla y la Ley de Amparo, toda vez que en ésta se proponen reformas sustanciales al procedimiento de amparo, que deben encontrar apoyo en la Norma Fundamental, para evitar que alguna disposición resulte inconstitucional.

Modificación al artículo 107, fracción II. Párrafo tercero:

En el juicio de amparo o en su adhesión, deberá suplirse la deficiencia de la queja…

Modificación al artículo 107, fracción III:

Adicionar:

d) en el caso del inciso a) por la adhesión del tercero interesado al juicio promovido por el quejoso.

Modificación al artículo 107, fracción V:

a) a d) …

En todos los casos anteriores, procederá la adhesión del tercero interesado.
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Congreso Nacional de Juristas para analizar la

propuesta de una nueva Ley de Amparo.

Propuestas que hacen los Magistrados del Primer Circuito en Materia de Trabajo.

TÍTULO QUINTO

Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones

Capítulo II.

Responsabilidades y Sanciones

"Art. 240 En el caso del artículo 10, si quien promueve "no tiene la representación que afirma, se le impondrá multa "de treinta a trescientos días, independientemente de que se "dé vista al Ministerio Público Federal por la posible "comisión de delito de falsedad."

Consideramos que no se debe multar a quienes comparezcan a juicio sin tener representación, y menos aún considerarlos como probables responsables de la comisión de un delito, porque en ocasiones el poderdante sí considera tener esa representación, y por lo mismo, no existe mala fe, sin embargo por falta de alguna formalidad en el contrato de poder, el Juez del conocimiento consideró no acreditada la misma, lo que ocasionaría que inmediatamente al promovente se le sancionara con multa y se le diera vista al Ministerio Público, por falsedad en declaraciones; sin tener en consideración que quien acude a juicio es porque considera lesionados sus derechos y con la imposición de esas sanciones, se le estarían coartando esos derechos, o atemorizando y dejándolo en un estado de incertidumbre, si se le va o no a reconocer su personalidad, pues si esto último no acontece además del desechamiento de la demanda o del sobreseimiento en el juicio tiene la amenaza de la posible sanción penal.

"Art. 241.- En el caso del párrafo tercero del artículo "15, a quien tiene conocimiento del fallecimiento del quejoso "o del tercero interesado y no lo comunica oportunamente al "órgano jurisdiccional de amparo, se le impondrá multa de "cincuenta a quinientos días."

Este artículo es muy genérico pues no señala quién es el obligado de informar del fallecimiento del tercero perjudicado o quejoso.

"Art. 246.- En los casos de los artículos 30 y 66, al "servidor público que practique una notificación nula se le "impondrá multa de treinta a trescientos días. En caso de "reincidencia será destituido del cargo."

Consideramos que la sanción que se impone al servidor público que realice una notificación, en el juicio de amparo, que se declare nula, es excesiva, sobre todo si se tiene en cuenta la gran cantidad de trabajo que tienen los actuarios; al hecho de que las personas a quien se va a notificar, engañan y en ocasiones dan datos falsos, precisamente para después promover la nulidad de esa actuación, por lo que en su caso la sanción que debe existir es la de declarar nula la notificación, puesto que no se prevé que en el caso de referencia exista negligencia, descuido o mala fe por parte del actuario.

"Art. 251.- En el caso del artículo 119, si la autoridad "no expide las copias o documentos solicitados por las partes "o los expide incompletos o ilegibles se le impondrá multa de "cincuenta a quinientos días; si a pesar de la solicitud del "órgano jurisdiccional de amparo, no los remite, los remite "incompletos o ilegibles se le impondrá multa de cien a mil "días y se le consignará por el delito de desobediencia."

En este caso también tendría que ser menos drástica la sanción, porque en ocasiones son de tal magnitud el número de constancias, que ni los mismos interesados están seguros si se mandan o no completas, por eso, debe ser la contraparte o el interesado quien deberá analizar esa circunstancia, igual para con las copias, en ocasiones son cientos de documentos y por lo mismo puede ocurrir que no sean tan legibles, por lo que si por esa irregularidad se les impone a las autoridades hasta mil días de multa, y se les consigna por el delito de desobediencia eso, es una sanción muy grave y desproporcionada.

"Art. 255.- En el caso de los artículos 235, fracción I, "y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a "quinientos días."

Creemos que hace referencia a los artículos 236, fracción I y 237, fracción I, ya que el 235, no tiene fracciones.

"Art. 257.- La autoridad responsable que en el juicio de "amparo o en el incidente de suspensión rinda informe en el "que afirme una falsedad o niegue la verdad, en todo o en "parte, se le sancionará con pena de tres a siete años de "prisión, de cincuenta a quinientos días multa, destitución e "inhabilitación de uno a seis años, para desempeñar otro "empleo, cargo o comisión pública."

"Art. 258.- La autoridad responsable que revocare el "acto reclamado, con el propósito de que se sobresea en el "amparo, sólo para insistir con posterioridad en dicho acto, "se le impondrá de tres a diez años de prisión, de setenta a "setecientos días multa, destitución e inhabilitación de uno "a seis años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión "pública."

Consideramos que debería haberse hecho una distinción; la multa para los casos en que la falsedad o negativa, no cause daños graves, o no trascienda en perjuicio del quejoso; y, pena de prisión para cuando esa negativa trascienda al resultado del fallo y cause, además, un perjuicio grave al quejoso ya sea en su persona o patrimonio.

Igual consideración se hace en relación con el artículo 258.

"Art. 265.- Fuera de los casos a que se refiere el "artículo anterior, si la procedencia de la suspensión fuere "notoria y el juez de distrito que conozca del incidente no "la concediere por negligencia o por motivos inmorales, y no "por simple error de opinión, se impondrá la sanción que fija "el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la "administración de justicia."

En este artículo se contempla a la negligencia, o  motivos inmorales, la negligencia puede pensarse que se actualiza cuando no se conceda la suspensión en los plazos y términos que señala la Ley de Amparo, pero tratándose de motivos inmorales, cual autoridad es la que va a decidir qué es un acto o motivo inmoral, pues este es un término subjetivo, por lo que, para una persona puede ser un acto inmoral, para otra no serlo.

"Art. 266.- La sanción a que se refiere el precepto precedente se aplicará igualmente al juez de distrito o autoridad que conozca del juicio, en cualquiera de los casos siguientes:

"I.- Cuando excarcele al quejoso contra lo prevenido en las      "disposiciones aplicables de esta ley, sin perjuicio de la pena que "corresponda y que aplicará por separado la autoridad "competente, si con la excarcelación se cometiere otro delito.

"II.- Cuando por no dar curso oportuno a las promociones que por "su conducto se hagan a la Suprema Corte de Justicia de la "Nación se retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia "la administración de justicia; 

"III.- Cuando sin motivo justificado se suspenda o difiera la "audiencia constitucional; y

"IV.- Cuando fuera de los casos permitidos por esta ley decrete la "suspensión del acto reclamado, aunque sea con el carácter "provisional, y por virtud de ella se produzca un daño o se "conceda una ventaja indebidos."

En este caso, el diferimiento de la audiencia constitucional, es meramente criterio jurídico, pues en ocasiones, se necesitan documentos que se les requieran a las autoridades, en otros, darle a conocer al quejoso o tercero perjudicado las pruebas que las autoridades exhibieron, y sólo porque una de las partes considere que no es causa justificada, denunciará al Juez de Distrito, y entonces a quien le corresponderá decidir si esa suspensión o determinación de la audiencia constitucional, es con o sin causa justificada es al Ministerio Público, lo que ocasionaría que al Juez se le reste autonomía en sus decisiones, pues si el Ministerio Público es el titular de la acción penal, entonces este funcionario decidirá si lo que hizo el Juez está bien o mal hecho.

Consecuentemente, en todos estos casos, por las razones que en cada uno se especifica, se propone la supresión de tales responsabilidades y sanciones.
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CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PONENCIA DE LOS SEÑORES JUECES CUARTO, QUINTO Y SEXTO 

DE  DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES 

EN EL DISTRITO FEDERAL.

TEMA I: “AMPARO INDIRECTO”

TEMA II: “SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO”

I.- AMPARO INDIRECTO

Primeramente es necesario destacar que es ineludible que existe la necesidad de realizar reformas a la Ley de Amparo, debido a las lagunas que existen en la misma, ya que el juicio de amparo tiene por objeto orillar a las autoridades estatales a que respeten el contenido de las garantías individuales de las que gozan todas las personas y que están debidamente consagradas en la Ley Suprema.

Cabe hacer mención que resulta de suma importancia lo estipulado en el artículo 16 del Proyecto de Ley de Amparo,  en el cual se determina que el plazo para presentar la demanda de garantías es de treinta días, (exceptuando diversos casos) lo cual parece justo, en virtud de que actualmente se da un término de quince días, mismo que es insuficiente ya que, considerando que dicho lapso debe contarse tomando como base la notificación del acto reclamado o bien el momento en que se tuvo conocimiento del acto reclamado o de su ejecución, para realizar una adecuada defensa de las garantías individuales mediante el juicio de amparo, es necesario que los quejosos cuenten con un término mayor a los quince días a fin de plantear correctamente su escrito de demanda.      

Tomando en consideración el numeral 106 del Proyecto de Ley de Amparo, se considera acertado el señalar con mayor precisión los casos en que procede el juicio de amparo indirecto, ya que en la ley en vigor se enumeran  diversas hipótesis de manera muy general, por lo que resulta indispensable hacerlo en forma detallada, tal como se establece en el artículo invocado, toda vez que los gobernados tendrán una mejor noción sobre la procedencia del juicio de garantías, para así evitar se conculquen las garantías de que disfrutan de acuerdo de la Carta Magna; toda vez que hoy en día existen diversos casos en que procede el juicio de garantías, pero no se encuentran previstos en la propia Ley de Amparo, por ejemplo tratándose de resoluciones de no ejercicio o desistimiento de la acción penal, que si bien se encuentran contemplados en la Constitución, se considera necesario que también se establezca su procedencia en la Ley de la Materia, precisamente porque ésta será a través de la cual se lleve a cabo el procedimiento del juicio de garantías.       

Por otra parte, se considera importante el adicionar en las causas de improcedencia del juicio de amparo la fracción II a que se refiere el artículo 59 del Proyecto de Ley de Amparo, en virtud de que en la fracción referida se establece que el juicio de amparo es improcedente contra actos del Consejo de la Judicatura Federal, salvo que afecten derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación, ya que este no puede tener el carácter de autoridad responsable toda vez que con fundamento en el artículo 11 de la Ley de la Materia actual, es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado.    

De la misma manera, resulta correcto que en la demanda de amparo, por lo que respecta a las partes en el juicio de garantías  (artículo 4° del Proyecto de Ley de Amparo) se determine con debida precisión quienes lo son, ya que se establece detalladamente las particularidades de cada una de ellas y se estima conveniente que en lugar de hablar de tercero perjudicado, se utilice el término tercero interesado, ya que éste es quien se a visto favorecido por el acto de autoridad reclamado por el quejoso y en tal virtud tiene interés en la subsistencia  del mismo, interviniendo en el juicio constitucional para externar que el acto impugnado fue emitido con apego a la constitución.
Igualmente, de acuerdo al artículo 110 del Proyecto de Ley de Amparo, sería sumamente importante la adición del contenido de dicho precepto, toda vez que en la actualidad no existe artículo expreso que dé la pauta para la ampliación de la demanda de amparo y en la práctica cuando se da este supuesto, únicamente se toma como base lo establecido en la jurisprudencia, lo cual en ocasiones resulta perjudicial para el quejoso, puesto que no siempre se acuerda de conformidad su petición de ampliar su demanda de garantías, debido a las diversas contradicciones de tesis que existen, por lo que para una debida fundamentación en los autos en que se provea lo relativo a la ampliación de la demanda, ya sea acordando favorablemente o no, es sumamente importante la creación de dicho precepto, ya que en él se encuentra establecido en forma precisa los casos en que procede la ampliación aludida.

Asimismo, con fundamento en el actual artículo 146 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107  constitucionales, cuando existe alguna irregularidad en el escrito de demanda, se previene al quejoso  para que subsane la omisión en que hubiere incurrido, lo cual debe hacer en el término de tres días contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación respectiva, lapso que se considera insuficiente para desahogar tal prevención, por lo que resulta atinado lo establecido en el artículo 113, párrafo in fine del Proyecto en análisis, ya que en el mismo se establece un término de cinco días en lugar de tres, con lo que se colige que de este modo se logrará salvaguardar los intereses de los peticionarios de amparo, evitando que  se les deje en estado de indefensión.

Realmente se estima importante lo estipulado con el numeral 116 de Proyecto multicitado en el sentido de que el informe justificado deberá ser rendido por las responsables dentro del plazo improrrogable de diez días, en virtud de que actualmente en el ordinal 149 de la Ley de la Materia se da un término de cinco días el cual resulta insuficiente, ya que hoy en día en cualquier juzgado, ya sea del fuero común o federal, existe una gran carga de trabajo, debido a que día a día ha incrementado notablemente la comisión de hechos delictuosos y por ende la tramitación de juicios y procesos, por lo que en la práctica no obstante que se da el término de cinco días para que las responsables rindan su respectivo informe, lo cierto es que regularmente no acatan dicho plazo, o bien, lo rinden en ese lapso, pero omiten remitir copia certificada de las constancias en que se apoyaron para emitir el acto combatido, argumentando que se encuentran en fotocopiado, que el asunto es muy voluminoso, que a la brevedad se enviarán tales constancias o que la carga de trabajo les impide dar cumplimiento con ese término y, las constancias aludidas son enviadas al tribunal de Amparo pocos días antes de la audiencia o bien el propio día de la audiencia constitucional, minutos antes de su celebración, lo que implica que se tenga que diferir la misma y consecuentemente produce un retraso en la impartición de justicia, lo que evidentemente perjudica a los impetrantes de garantías, puesto que tratándose de juicios de amparo en materia penal, la gran mayoría de los actos que se impugnan  afectan la libertad de los quejosos que es uno de los bienes primordiales con  que cuenta el ser humano, por lo que al retardar el juicio  respectivo, también con ello se transgrede  su esfera jurídica.      

Del mismo modo, se considera acertada  la creación de un titulo y capítulo en el que se establezcan las medidas disciplinarias y de apremio para las partes en el juicio de amparo, así como para la autoridad que conozca de dicho juicio, en caso de no acatar las determinaciones que le sean impuestas por los tribunales u órganos jurisdiccionales, ello a fin de que ambos tengan conocimiento de las sanciones a que se harán acreedores en caso de incumplimiento con determinado mandato emitido por el Juez Federal de Amparo, como es el caso en el que se solicita el informe justificado  a las responsables y no lo rinden de acuerdo al plazo que se les hubiere dado o no remiten copia certificada legible y completa de las constancias que se tomaron en consideración para emitir el acto impugnado, caso en el que de acuerdo con el numeral 256 del Proyecto multireferido, se le impondrá a la autoridad señalada como responsable y que fuere omisa una multa de cincuenta a quinientos días de salario mínimo general vigente al momento de realizar la conducta sancionada, multa que se considera idónea tomando en consideración que en la práctica con frecuencia incumplen con el término que se les da, por lo que se estima que dado que actualmente se apercibe con multa de diez a ciento cincuenta días de salario mínimo general vigente y que de acuerdo con el numeral invocado se esta aumentando más del doble de la sanción, de ello se evidencia que consecuentemente existe una mayor posibilidad de que las responsables darán debido cumplimiento a lo ordenado por el Juez Federal que conoce del amparo, a fin de evitar que se haga efectivo el apercibimiento mencionado, lo que será de gran utilidad para el juez de Distrito ante quien se tramita la demanda de garantías, puesto que al rendir las responsables el informe justificado en el término establecido y remitir con el las constancias aludidas fundamentará el acto reclamado que es considerado inconstitucional  por parte del agraviado y con tales constancias el Juez de Amparo contará con mayores datos y posibilidades de emitir una sentencia más apegada a derecho, garantizando la expeditez en el fallo de los asuntos.   

Un aspecto que se considera de suma importancia es el relacionado con los requisitos que deben contener las sentencias que se dicten en el  juicio de amparo indirecto  (artículo 72 del Proyecto en análisis) así como los efectos de la misma (artículo 75), en caso de  que sea concedido el amparo de la Justicia Federal, ya que éste último precepto estable en forma pormenorizada tales efectos, ya sea tratándose de actos positivos o bien negativos, y en el párrafo final se ordena que en el último considerando de la sentencia concesoria de amparo, el juzgador, para su estricto cumplimiento, debe precisar sus efectos, resultando una manera eficaz de emitir las sentencias, porque no habrá confusión para las autoridades responsables, y al momento de requerir el cumplimiento respectivo, sabrán si están  de aptitud de dejar insubsistente el acto reclamado y con plenitud de jurisdicción dictar una nueva resolución, la cual podrá ser en el mismo sentido de la anterior, purgando los vicios formales que la afectaban, o en sentido diverso.

De igual manera, resulta pertinente tal como lo contempla el Proyecto de Ley de Amparo, que quede claro los casos en que se pueden ofrecer pruebas distintas de las que se hubiesen rendido ante la autoridad responsable, ya que en la actualidad el artículo 78 de la Ley de la Materia establece que “En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se apreciará tal como aparezca probado ante la autoridad responsable, y no se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada...”  y de acuerdo con el precepto 73 del Proyecto multimencionado  se estatuye que “... en el amparo indirecto el quejoso podrá ofrecer pruebas distintas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante dicha autoridad”,  lo que seguramente beneficiará  a los peticionario de amparo, puesto que si bien, tratándose  de juicios en los que se impugna  la orden de aprehensión existe jurisprudencia que establece la  admisión de pruebas que no se hubiese tenido oportunidad de ofrecer ante la responsable, bajo el rubro: ”ORDEN DE APREHENSION, PRUEBAS ADMISIBLES EN EL AMPARO CONTRA LA”, lo cierto es que los quejosos y litigantes en ocasiones, ni siquiera  tienen conocimiento de la existencia de dicha jurisprudencia, lo que resulta perjudicial para los amparistas, por lo que al quedar debidamente establecido en el Proyecto aludido la admisión de tales probanzas, se favorece a los gobernados, ya que estarán en aptitud de ofrecer las pruebas que estimen convenientes y con ello  se llevará a cabo una mejor impartición de justicia.   

Finalmente, en el Proyecto multicitado, resulta relevante la adición de un capítulo dedicado a la apertura de incidentes, toda vez que en la Ley de Amparo actual, la disposición que existe al respecto, no da la pauta para la reglamentación del trámite a seguir al promover determinada inconformidad por la vía incidental, lo que implica una laguna en dicho ordenamiento.

II.- SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.
El análisis de la presente ponencia se refiere a la Suspensión del Acto Reclamado en el juicio de amparo indirecto, contenida en la Sección Tercera, Primera Parte, Reglas Generales, del Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específicamente lo concerniente a las pruebas admisibles en el incidente de suspensión, proponiéndose una adición al artículo 141 de la ley de la materia, en los términos siguientes:

Antes de iniciar el estudio del referido precepto legal, cabe destacar en forma muy breve la importancia que tiene en nuestra legislación mexicana la suspensión del acto reclamado que se tramita vía incidental en el juicio de garantías, siendo dicho incidente de tal trascendencia que sin él no se entendería la existencia del juicio de amparo, toda vez que el objetivo primordial de la suspensión es que el acto reclamado no se ejecute hasta en tanto se resuelve sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del mismo, ya que de no existir la medida cautelar en comento, correríamos el riesgo de que se ejecutaran irreparablemente actos de autoridad que pudieran ser violatorios de garantías individuales, por lo tanto, se perdería el objetivo del juicio de amparo; empero, en la práctica en muchas ocasiones existe abuso al obtener la medida cautelar en forma provisional, impidiendo que la administración de la justicia sea pronta y expedita y, en la mayoría de los casos en perjuicio de otro, esto sucede cuando se ofrecen en el incidente diversas pruebas que requieren cierta preparación para su desahogo, mismas que generalmente resultan innecesarias para resolver en definitiva la suspensión, en virtud de que las pruebas que se deben de admitir son aquellas cuya finalidad sea la de acreditar la existencia del acto reclamado, cuando llega a ser negado por la autoridad responsable; tal problema ha dado lugar a un sin número de criterios en los Tribunales Colegiados de Circuito y en nuestro más alto Tribunal; de ahí que se estima de suma importancia la adición al precepto legal en comento, en los términos de la presente ponencia. 

Ahora bien, el artículo en análisis establece: 

“Artículo 141.- El órgano jurisdiccional podrá solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere necesarias, a efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

En el incidente de suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el incidente.

No serán aplicables las disposiciones relativas al ofrecimiento y admisión de las pruebas en el cuaderno principal.”

En la Ley de Amparo vigente, en su artículo 131, se encuentra plasmado, en forma similar, las pruebas que son admisibles en el incidente de suspensión, por lo que se estima conveniente la necesidad de adicionar o especificar el objetivo primordial de las pruebas ofrecidas en el aludido incidente, en la práctica en forma cotidiana se presentan casos en donde los quejosos ofrecen pruebas, como son las documentales, mismas que en el momento de su ofrecimiento el quejoso no tiene en su poder, solicitando sean recabadas por el órgano jurisdiccional de amparo, normalmente como un uso indebido para pretender prolongar en el tiempo los efectos de la medida cautelar que se hubiere otorgado provisionalmente, mediante el diferimiento continuo de la audiencia incidental, hasta en tanto se recaban las pruebas ofrecidas por el promovente de garantías.

El problema ha dado lugar, como ya se dio, a la creación de múltiples criterios que han constituido tesis aisladas y un número menor han alcanzado el rango de jurisprudencia, lo que denota la diversidad de criterios que existen en los Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito, en la interpretación del precepto legal relativo al ofrecimiento y admisión de pruebas en el incidente de suspensión.

Cierto, en el amparo indirecto, cuando se niega la solicitud o desahogo para recabar alguna prueba ofrecida en el incidente de suspensión, es práctica común de los abogados litigantes promover el  recurso de queja en contra de dicho auto, y también es frecuente que algunos Tribunales Colegiados, al resolver el recurso de mérito, ordenan al Juez de Distrito recabar el elemento probatorio, lo que trae como consecuencia el prolongar los efectos de la suspensión provisional en forma indebida, en beneficio o “provecho” del impetrante de garantías, pues en la mayoría de los casos los requisitos impuestos para que surta efectos la medida cautelar, son mínimos, como sucede principalmente en la garantía impuesta; situación que en determinados casos acarrea perjuicios al tercero perjudicado, o bien, afecta el procedimiento incidental que tiene como principio fundamental la celeridad en su resolución, repercutiendo, en consecuencia, en el reclamo social relativo al hecho de que la justicia debe ser pronta y expedita.

Circunstancias que han provocado el abuso o el mal uso de la solicitud de la suspensión del acto reclamado, a tal grado que en ocasiones se emplea como una “vulgar chicanada” contrariando su noble propósito de proveer y evitar, hasta donde sea posible, las injusticias de consumar actos que pudieran ser violatorios de garantías individuales en perjuicio de los solicitantes de amparo.

Por otra parte, si bien es cierto que actualmente existen diversos criterios de jurisprudencia o tesis aisladas que dan pauta sobre el tratamiento que se debe dar al ofrecimiento de pruebas en el incidente de suspensión del acto reclamado, no menos cierto es que en varias ocasiones dichos criterios no se llevan a cabo en la práctica, por lo que resulta necesario que se reglamente tal situación para que los órganos de control constitucional no tengan duda alguna cuando se presente una situación de esa naturaleza y se cumpla con el principio de celeridad estatuido en la materia de suspensión, que no quiere decir otra cosa que la detención del hecho que se estima inconstitucional.

Así, en el precepto legal en comento, se debería especificar claramente que el objeto primordial de las pruebas ofrecidas en el incidente de suspensión, son exclusivamente para desvirtuar, en su caso, la negativa de los actos por parte de las autoridades responsables; asimismo, en el supuesto de que los actos reclamados sean ciertos, el fin de dichas pruebas, debe versar exclusivamente sobre la procedencia de la medida cautelar, dejando al arbitrio de la autoridad de amparo el no admitir, ni proceder a la preparación de aquellas pruebas, cuando considere que no resultan necesarias para resolver respecto a la suspensión definitiva, o bien, las mismas se refieran a cuestiones cuyo estudio debe realizarse en el expediente principal; en consecuencia, debiéndose, observar preferentemente los principios estatuidos para dirimir lo conducente, como son los siguientes:

a) Si son ciertos o no los actos reclamados (premisa).

b) Si la naturaleza de esos actos permite su paralización (requisitos naturales).

c)  Si se satisfacen las condiciones exigidas por el artículo 124 de la Ley de Amparo (ahora artículo 126 del proyecto de la Ley de Amparo, requisitos legales).

d) Si ante la existencia de terceros perjudicados es necesario exigir alguna garantía (requisitos de efectividad).

En ese orden de consideraciones, el motivo de la adición al supraindicado precepto legal que se propone, es con la idea de otorgar facultades al órgano constitucional de no aceptar, ni llevar a cabo preparación alguna para el desahogo, de aquellas pruebas que se consideren irrelevantes o inconducentes para los efectos de resolver en definitiva el incidente de suspensión; como aquellos elementos de convicción que se refieren a cuestiones relativas al fondo del asunto o tengan por objeto retrasar la celebración de la audiencia incidental en perjuicio del tercero perjudicado o de la administración de justicia.

Por lo antes expuesto, se propone que en el precepto legal 141 del Proyecto de la Ley de Amparo en análisis, se debería de realizarse una adición para que no existiera duda al resolver los diversos problemas prácticos que se presentan cuando se ofrecen pruebas en el incidente de suspensión, en el sentido de que se especifique el objetivo primordial y los alcances jurídicos que se persiguen con los elementos probatorios que conforme a la ley de la materia se pueden ofrecer en el mismo.

La adición que se propone, de estimarla procedente, debe realizarse en el párrafo segundo del artículo en análisis, el cual quedaría como sigue:

“Artículo 141.- El órgano jurisdiccional podrá solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere necesarias, a efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

En el incidente de suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el incidente, para los efectos de conceder o negar la suspensión solicitada, sin referirse a cuestiones relativas al fondo del asunto, o bien, para desvirtuar la negativa de las autoridades responsables de los actos que se les atribuyen; de igual forma, no se admitirán aquellas pruebas que a juicio de la autoridad de amparo tengan por objeto retrasar la celebración de la audiencia incidental.
No serán aplicables las disposiciones relativas al ofrecimiento y admisión de las pruebas en el cuaderno principal.”

A T E N T A M E N T E

México, Distrito Federal, a 16 de octubre del año 2000.
LIC. VICTOR PEDRO NAVARRETE ZARATE

LIC. OLGA SANCHEZ CONTRERAS

LIC. JESÚS GUADALUPE LUNA ALTAMIRANO

PONENCIA QUE PRESENTA EL H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE TLAXCALA.

TEMA: “EL TELEFONO, FAX Y CORREO ELECTRONICO, COMO MEDIOS DE COMUNICACIÓN, DEBEN SER ADMITIDOS PARA EL TRAMITE DE UNA DEMANDA DE GARANTIAS PARA LOS EFECTOS QUE PREVIENE EL PARRAFO PRIMERO DEL ARTICULO 14 DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO”.
LUGAR: Mérida, Yucatán, México.

FECHA: Noviembre 2000.

El espíritu que ha inspirado la reunión de este Congreso Nacional de Juristas para analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo, hace que la asamblea a quienes nos dirigimos esté constituida principalmente por probos en la ciencia del derecho intrinsecamente convencidos de que el problema legislativo más importante es el de acomodar la Ley de la Materia a las realidades del medio social en que vivimos.

Si la ley no comprende a las necesidades del medio o si es injusta, hay que reformarla o substituirla por otra que sea aplicable o que responda a la dinámica cambiante.

A saber, al incursionar en la lectura del proyecto de la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, observamos el primer párrafo del artículo 14, que dispone lo siguiente: 

Artículo 14.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejercito, armada o fuerza aérea nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Organo Jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo, si lo hace se tramitará el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada la demanda.

Sin embargo, dicho artículo no va acorde a los vertiginosos avances tecnológicos de nuestra época que están provocando una especie de ofuscación en quienes necesitamos comunicarnos todos los seres humanos. 

La atención en el campo de las comunicaciones se ha concentrado en las computadoras, los satélites, el fax, la televisión y el correo electrónico a tal grado que parece haber una tendencia a olvidar la escritura.

Por ello, como lo afirma el Presidente de la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación, Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel urge simplificar procesos judiciales para hacer más eficientes los juicios, que permitan, por un lado, estar más cerca del justiciable.

La creciente comunicación está de moda, el extraordinario desarrollo de esos medios sin duda alguna han contribuido a la difusión del término. Al finalizar la segunda guerra mundial ocurrió un gran avance, a pesar de que el mensaje escrito en el procedimiento judicial de amparo no ha perdido ni perderá su fuerza esencial, no obstante lo anterior los nombrados medios de comunicación se han convertido indudablemente en una forma de fácil acceso por excelencia, según la afortunada frase del Sociólogo canadiense Herbert Marshall Mcluhan, la comunicación se ha transformado en una “Aldea global” al mundo entero, antiguamente dividido en cinco continentes.

Gracias a las modernas redes de transmisión (fibra óptica) y de enlace (satélite geostacionario), toda información puede ser difundida casi instantáneamente, no sólo al mundo entero, sino también a las estaciones espaciales habitadas. Nos encontramos ya en la era de la comunicación generalizada y el siglo XXI nos depara grandes sorpresas en este campo, estamos bombardeados por palabras, imágenes y sonidos, existe tal profusión de mensajes que nos preocupa ordenarlos, consecuentemente a partir de nuestra propia experiencia podemos clasificar este caos incesante y paralelamente comprender mejor los variados papeles que juega la comunicación en los diversos niveles de vida, que coadyuvarán en la materia de amparo.

De ahí que, en la vida profesional la comunicación se ha convertido en un vínculo de mando que se aplica al hombre o a la máquina (en este último caso se habla, sin ambages, de las máquinas dominadas). Los ingenieros han imaginado la comunicación basándose en un modelo cibernético (en el cual todo se regula), y han hecho uso de los medios informativos que, después de haberse desarrollado en la industria, penetran de manera irreversible en el mundo de los servicios. 

Nuestra condición de usuarios que en su mayor parte de los mexicanos cuenta o tiene acceso a esos medios de comunicación, nos lleva a emplear con sólo oprimir un botón o dar vuelta a una perilla para que funcionen debido a una serie de canales, frecuentemente de tipo material, como alambres metálicos y cables, algunas veces con canales que pueden ser inmateriales y requieren de antenas y satélites; todo esto forma parte del adelanto de las telecomunicaciones que enlaza entre sí a las Ciudades y a cada uno de nosotros con el mundo entero comprendido por un sistema o una pantalla catódica, ya que existe energía transmitida por ondas moduladas y vibraciones propulsadas.

Es una verdad que las telecomunicaciones transmiten información a distancia a través de diversos medios: la escritura (telégrafo) el sonido (teléfono y radiodifusión), las imágenes (fax y televisión) y las ondas electromagnéticas (radar). Estas técnicas algunas de ellas nacidas durante la segunda mitad del siglo XIX, se han desarrollado a tal grado en nuestro siglo que ya constituyen la armazón real, aunque invisible de nuestra sociedad. 

No existen actividades ni aun las más comunes, que no requieran la tecnología de la telecomunicación, y sin embargo esta presencia es totalmente discreta, si no es que invisible; por todos lados hay aparatos telefónicos, la sociedad cuenta con computadoras y por ende puede hacer uso tanto del fax como del correo electrónico, de vez en cuando las antenas parabólicas que dominan nuestro horizonte son símbolo de la modernidad. Gracias a esta tecnología en la que México está inmerso a través de un cable se puede conformar esta red del futuro, capaz de transportar simultáneamente imágenes, sonidos y textos, y si no se usa ese servicio en el campo del juicio de garantías no habrá modernidad en su trámite, sino todo lo contrario, el proyecto cara a los avances tecnológicos se vería obsoleto e inadecuado a la realidad cambiante, y le impediría cumplir cabalmente los principios rectores de la impartición de justicia que contiene el artículo 17 de la Carta Magna, toda vez que esos avances se verían reflejados en beneficio de los quejosos.

CONCLUSIONES:

PRIMERA.- Se propone que los diversos medios de comunicación conocidos como: Teléfono, fax y correo electrónico por constituir una de las herramientas más importantes y diríamos universales de la comunicación moderna, pues permite transmitir en segundos cualquier tipo de mensajes, deben ser admitidos como un medio para el trámite de una demanda de amparo indirecto para los efectos que se precisan en el artículo 14 del proyecto de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Ley Suprema. Por ende el Título Primero, Capítulo II, que comprende el artículo 14, quedaría de la siguiente forma:
SEGUNDA.- Artículo 14.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad, y que por ser casos que no admiten demora, la petición del amparo, podrá hacerse mediante cualquier medio de comunicación como lo es el teléfono, fax o correo electrónico. En este caso, el Organo Jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo, si lo hace se tramitará el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada la demanda.

RICARDO EULALIO PEREZ ZARATE

“REGLAMENTACION POSITIVA DE LOS IMPEDIMENTOS EN EL CAPITULO VI DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO”

Dado que nuestra sociedad vive en un Estado de Derecho, teniendo entre otras exigencias la de garantizar la  efectiva impartición y administración de justicia, con la debida imparcialidad e independencia que requieren los funcionarios judiciales, ha provocado que en el capítulo VI del proyecto de Ley de Amparo se supere la reglamentación que de los impedimentos se establece en el capítulo VII de la ley vigente, al permitir que las partes puedan recusar a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito y a los Jueces de Distrito, cuando éstos tengan alguno de los impedimentos que enumera expresamente al artículo 49 del proyecto de Ley de Amparo, que establece textualmente:

“Artículo 49.  Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrado de Circuito, los Jueces de Distrito, así como las autoridades que conozcan de los juicios de amparo, deberán declararse impedidos, en los siguientes casos:

I. Si son cónyuges o parientes de alguna de las partes, de sus abogados o representantes, en línea recta por consanguinidad o afinidad sin limitación de grado; en la colateral por consanguinidad dentro del cuarto grado, o en la colateral por afinidad dentro del segundo;

II. Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado o lo tienen su cónyuge o parientes en los grados expresados en la fracción anterior;

III. Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes en el asunto que haya motivado el acto reclamado o en el juicio de amparo;

IV. Si hubieren tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio de amparo, o hubieren emitido en otra instancia o jurisdicción el acto reclamado o la resolución impugnada;

V. Si hubieren aconsejado como asesores la resolución reclamada;

VI. Si figuran como partes en algún juicio de amparo semejante al de su conocimiento; y

VII. Si tuvieran amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes, sus abogados o representantes.”

Ahora bien, para un mejor entendimiento de la forma en que ha superado el mencionado capítulo VI relativo a los impedimentos, excusas y recusaciones del proyecto de la Ley de Amparo, al capítulo VII de los impedimentos de la ley vigente, es importante dejar asentados los siguientes conceptos:

Impedimento: Son los hechos o circunstancias personales que obligan a un funcionario judicial a inhibirse del conocimiento de determinado juicio por ser obstáculo para que imparta justicia.

Excusa:  Es la razón o motivo de la inhibición que lleva a cabo un ministro, un magistrado o un juez, para dejar de conocer de un juicio.
Recusación:  Es el acto procesal por el cual una de las partes solicita al ministro, magistrado o juez, se inhiba de seguir conociendo de un proceso por concurrir en ellos, algún impedimento previsto en la ley.

En estas condiciones debe decirse que actualmente en el capítulo VII de los impedimentos de la Ley de Amparo en vigor, se señala expresamente que no procede el recurso de recusación en contra de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito, los Jueces de Distrito, ni de las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37, al establecer en su artículo 66, que:

“Artículo 66.  No son recusables los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito, los Jueces de Distrito, ni las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37; pero deberán manifestar que están impedidos para conocer de los juicios en que intervengan, en los casos siguientes:

I. Si son cónyuges o parientes consanguíneos o afines de alguna de las partes o de sus abogados o representantes, en línea recta, sin limitación de grado; dentro del cuarto grado, en la colateral por consanguinidad, o dentro del segundo, en la colateral por afinidad;

II. Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado;

III. Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes, en el mismo asunto o en el juicio de amparo;

(REFORMADA, D. O. 10 DE ENERO DE 1994)

IV. Si hubiesen tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio de Amparo, si hubiesen aconsejado como asesores la resolución reclamada, o si hubiesen emitido, en otra instancia o jurisdicción la resolución impugnada.

V. Si tuviesen pendiente algún juicio de amparo, semejante al de que se trata, en que figuren como partes;

VI. Si tuviesen amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes o sus abogados o representantes.

(REFORMADO, D. O. 19 DE FEBRERO DE 1951)

En materia de amparo, no son admisibles las excusas voluntarias.  Sólo podrán invocarse, para no conocer de un negocio, las causas de impedimento que enumera este artículo, las cuales determinan la excusa forzosa del funcionario.

(REFORMADO, D.O. 19 DE FEBRERO DE 1951)

El Ministro, Magistrado o Juez que, teniendo impedimento para conocer de un negocio, no haga la manifestación correspondiente, o que, no teniéndolo, presente excusa apoyándose en causas diversas de las de impedimento, pretendiendo que se le aparte del conocimiento de aquél, incurre en responsabilidad”.

Sin embargo, en el supuesto de que a juicio del inconforme, algún funcionario judicial se encontrase dentro de alguna de las causas de impedimento para conocer determinado asunto, prevista en el citado numeral, y no se excusase; motivó que en el proyecto de la Ley de Amparo se estableciera el derecho de las partes a promover la recusación del funcionario en cuestión, como se advierte del artículo 50 de dicho proyecto, cuyo contenido es el siguiente:

“Artículo 50. En materia de amparo sólo podrán invocarse como excusas las causas de impedimento que enumera el artículo anterior.

Las partes podrán plantear como causas de recusación cualquiera de tales impedimentos”.

Asimismo, el referido proyecto de Ley de Amparo ha reglamentado en su artículo 58, la forma precisa en que ha de tramitarse la recusación, al señalar en sus artículos 52 y 58 lo siguiente:

“Artículo 52. Conocerán de las excusas y recusaciones:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los asuntos de su competencia;

II. La Sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los asuntos de su competencia, así como en el supuesto del artículo 54;

III. Los tribunales colegiados de circuito en amparo:

a) De uno de sus magistrados;

b) De dos o más de los magistrados de otro tribunal colegiado; y

c) De los jueces de distrito y demás autoridades que conozcan de los juicios de amparo, que se encuentren en su circuito; y

IV. Los tribunales colegiados de circuito de apelación, cuando se trate de uno de sus integrantes”.

“Artículo 58. La recusación se presentará ante el funcionario a quien se estime impedido, el cual lo comunicará al órgano que deba calificarla.  Este, en su caso, la admitirá y solicitará informe al servidor público requerido, el que deberá rendirlo dentro de las veinticuatro horas siguientes a su notificación.

Si el servidor público admite la causa de recusación, se declarará fundada, si la negare, se señalará día y hora para que dentro de los tres días siguientes se celebre la audiencia en la que se ofrecerán, admitirán y desahogarán las pruebas que ofrezcan las partes y se dictará resolución.

En caso de no rendir el informe a que se refiere el párrafo primero, se declarará fundada la causa de recusación.

Si la recusación se declara fundada, se devolverá al promovente la garantía exhibida”.

Por otro lado, cabe destacar que de manera acertada en el proyecto de Ley de Amparo, se ha establecido la obligación para que las partes al momento en que promuevan la recusación, exhiban en billete de depósito la cantidad que corresponda al monto máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse infundado, ya que de no hacerlo se les desechará de plano, salvo que el inconforme alegue insolvencia, caso en el que el órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir garantía por el importe mínimo de la multa o exentar de su exhibición; tal y como se desprende del artículo 57 del proyecto de la Ley de Amparo, que establece:

“Artículo 57. En el escrito de recusación deberán manifestarse, bajo protesta de decir verdad, los hechos que fundamentan el impedimento y exhibirse en billete de depósito la cantidad correspondiente al monto máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse infundada.  De no cumplirse estos requisitos la recusación se desechará de plano, salvo que, por lo que hace al último de ellos, se alegue insolvencia.  En este caso, el órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir garantía por el importe del mínimo de la multa o exentar de su exhibición”.

Ahora bien, con dicha medida de garantía se logrará una efectiva y pronta administración de justicia; toda vez que propiciará que los litigantes sólo promuevan la recusación, cuando verdaderamente pudiera existir una causa justificada de impedimento prevista por la ley, y no para entorpecer o dilatar el procedimiento, más aún que el propio proyecto de la ley, fija la imposición de una multa para la parte que promueva una recusación notoriamente infundada, como se aprecia en su artículo 247, que textualmente dice:

“Artículo 247.  En el caso del artículo 50, si la recusación resulta notoriamente infundada, se impondrá a la parte que la promueve, a su abogado o a ambos, multa de cincuenta a quinientos días.” 

Otra de las razones por las cuales, el nuevo proyecto de ley en su capítulo VI, supera el capítulo VII de los impedimentos de la Ley de Amparo en vigor, lo constituye el hecho de que en dicho proyecto en su artículo 50, establece de manera expresa la posibilidad de que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de los Tribunales Colegiados y  los Jueces de Distrito, puedan excusarse cuando estimen que se encuentran impedidos para conocer de un asunto, por estar dentro de las hipótesis a que alude el artículo 49 del proyecto de ley.

Asimismo, debe precisarse que el proyecto de ley, no da el trámite de un incidente a las excusas que pudieran plantear los funcionarios judiciales, pues a fin de evitar la demora en el procedimiento señala que el órgano jurisdiccional correspondiente las calificará de plano, en términos del artículo 53, que dice:

“Artículo 53.  Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación manifestarán estar impedidos ante el tribunal pleno o ante la sala que conozca del asunto de que se trate. 

Los magistrados de los tribunales de circuito y los jueces de distrito manifestarán su impedimento y lo comunicarán al tribunal colegiado que corresponda.

Las excusas se calificarán de plano”.

México, D.F., 9 de octubre de 2000

MAGISTRADO DEL QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO

EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

LIC. EFRAIN OCHOA OCHOA

ANÁLISIS DE ALGUNOS PRECEPTOS, DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO, Y PROPUESTAS DE MODIFICACIONES, EN MATERIA PENAL.

INTRODUCCIÓN 

Sin dejar de reconocer la seriedad y la excelencia con la que se han elaborado el proyecto de la nueva Ley de Amparo, por parte de la comisión encargada, me permito reflexionar y comentar algunos aspectos en torno a temas de naturaleza penal en materia de amparo y sugerir modificaciones a los artículos 16 y 125 del proyecto y la inclusión de un precepto que establezca el procedimiento sumario de amparo para los casos de privación de libertad.

PLAZOS

En el artículo 22 fracción II, dispone como excepción a la regla general del plazo para interponer el de 15 días, que en tratándose de privación de la libertad (y demás casos del 17 de Ley de Amparo) no habrá término para interponer el amparo.

Es decir, no refiere exclusivamente a la privación ilegal de la libertad, sino a cualquier otro acto privativo de la libertad, como es la judicial, orden de aprehensión, auto de formal prisión y sentencia, lo que en la actualidad genera una falta de certeza jurídica en las resoluciones judiciales.

El proyecto propone (artículo 16) que únicamente tratándose de privación de la libertad fuera de procedimiento judicial no exista plazo (habla ya de plazo, no de término) para la interposición de amparo (fracción IV); sin embargo, en caso de sentencia condenatoria en proceso penal será de 90 días.

El plazo general es de 30 días, ya no de 15 días.

OBSERVACIÓN   

El precepto 16 del proyecto, menciona los casos de orden de aprehensión, ni auto de formal prisión u otro acto judicial privativo de la libertad, lo que quiere decir que, por no tratarse no de sentencia, ni de privación de la libertad fuera de procedimiento judicial, el plazo será de 30 días.

OPINIÓN

Considero que si bien es necesario darle definitividad a las resoluciones judiciales, y en consecuencia certeza jurídica; el término de 90 días en los macro-procesos resolutoria insuficiente, tal vez debería ampliarse a 180 días. Por otro lado, en cuanto a la orden de aprehensión, por ser una resolución que se mantiene en sigilio, aquí no debe existir término, por tratarse de la privación de la libertad y no tener el quejoso la posibilidad legal de enterarse.

PROPUESTA

Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I. Cuando se reclame una norma autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días;

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de ciento ochenta días.
III. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días y

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de la privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, extradición, incomunicación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes, así como la incorporación forzosa al Ejercito, Armada o Fuerza Aérea nacionales y la orden de aprehensión, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.

SUSPENSIÓN

Actualmente los efectos de la suspensión en materia penal también son diferentes a los efectos que en otras materia tiene la suspensión “Que las cosas se mantengan en el estado que guarda para preservar la materia del amparo”.

Pero, en la privación de la libertad los actuales artículos 130 y 136, le dan otros efectos, los cuales no se precisan con exactitud en los citados preceptos, pero que interpretándolos son de que tratándose de la privación ilegal de la libertad el efecto el efecto es que se deje en libertad al quejoso; pero si ha cometido delito y es detenido los efectos los marca el propio artículo 136. La polémica se ha suscitado en que si tratándose de privación ilegal de la libertad la suspensión que corresponde es la de oficio o la de petición de parte.

Es una interpretación de los artículos 18, 123, 130 y 136, se llega a la conclusión de que actualmente lo que opera es la suspensión a petición de parte.

El proyecto ya ordena claramente esta situación.

Pero, como se puede probar una orden de detención verbal de una autoridad administrativa, que en el juicio niega el acto, pero en realidad lo está haciendo.

Y sabemos que a negativa del acto se niega la suspensión definitiva.

Este acto, por tanto, debe decretarse de oficio, y en todo caso concederse la definitiva aún con la negativa; por ser un acto inconstitucional en si mismo, imposible de probar

El proyecto, afortunadamente lo considera así, y lo incluye dentro de la suspensión de oficio artículos 125 y 157 del proyecto; sin embargo se concede de oficio, pero no de plano.

Aún en estos casos el trámite es como la suspensión a petición de parte, donde exista suspensión provisional, definitiva, informe previo.

Considero que en tratándose de órdenes verbales de detención arbitrarias por parte de autoridades incompetentes para hacerlo, es imposible desvirtuar un informe negativo y por tanto, debe hacerse la aclaración en la fracción I del artículo 125, que en tratándose de actos inconstitucionales en si mismos, como lo es la privación ilegal de la libertad, debe concederse de oficio y concederla en todo caso la suspensión definitiva, aún cuando las autoridades nieguen el acto, si no se ha cometido delito alguno.

PROPUESTA

Artículo 125. La suspensión procederá de oficio y se sujetará al tramite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y 

Si se tratare de la privación de la libertad fura de procedimiento judicial, y no se ha cometido delito alguno, en todos casos se concederá la suspensión definitiva aún con la negativa de la autoridad responsable

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

RICARDO OJEDA BOHORQUEZ.

MAGISTRADO DEL PRIMER TRIBUNAL

COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO

BREVES REFLEXIONES EN TORNO AL

ANTEPROYECTO DE LEY DE AMPARO.

I.- (Art. 4, fracción I).- Es de considerarse conveniente se defina el concepto de interés legítimo previsto en el artículo 4, fracción I, del anteproyecto, toda vez que inmediatamente después se condiciona al hecho de que se afecte su esfera jurídica, generándose la idea de tratarse del interés jurídico utilizado en la actualidad para la procedencia del juicio de garantías, lo cual, sería un contrasentido pues el espíritu de esta nueva disposición es ampliar el tradicional concepto de interés jurídico por el de interés legítimo.

Sin embargo, lo conveniente será considerar que le asiste razón al quejoso para acudir al juicio de garantías a quien se le afecte directamente en su esfera jurídica, de otra manera sería darle entrada a un sinnúmero de demandas constitucionales promovidas por quienes carecen del requisito esencial de interés jurídico y en mi opinión personal los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación serían insuficientes para tramitar y resolver las demandas de amparo que se presentaran con base en un interés “legítimo”.

II.- (Art. 4, fracción II).- Es conveniente se defina con precisión los requisitos mínimos para las autoridades responsables teniendo en consideración las últimas tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las cuales se tiene con tal carácter a los organismos descentralizados, entre ellos, a la Comisión Federal de Electricidad, Instituto de Vivienda del Estado de Quinta Roo, Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra y Universidades Públicas (Se anexan tesis con número de registro 192,496; 193,281; 199,459; 200,718; 201,052; 219,276; y, 223,238; IUS 2000).

III.- (Art. 4, fracción III).- Considero necesario se amplíe la calidad de tercero extraño, tratándose de procedimientos judiciales, además de la contraparte, a todo aquel que resienta en su perjuicio un daño, basta señalar como ejemplo al adjudicatario de un bien en un remate judicial.

IV.- (Art. 4, fracción IV).- Debe tenerse al Ministerio Público como parte en el juicio de amparo en los casos que se reclamen actos derivados de juicios civiles en los cuales se afecten intereses de incapaces y menores de edad; esto es, porque representan los intereses de este especial sector.

V.- (Art. 10).- En relación con el artículo 10 del anteproyecto, debe analizarse la necesidad de que la personalidad se acredite desde la presentación de la demanda, pues en los términos redactados podría iniciarse una diversidad de procedimientos de amparo por quienes carezcan del carácter con el cual se ostentan sobrecargando los órganos jurisdiccionales innecesariamente, sin que obste sean acreedores a sanciones penales.

VI.- (Art.- 12).- En el supuesto de que sea nombrado de oficio representante común, es de estimarse que el proveído correspondiente se imponga sea notificado a todos los quejosos, para evitar queden en estado de indefensión al desconocer esta circunstancia.

VII.- (Art. 14).- En la hipótesis del artículo 14 del anteproyecto, debe considerarse la posibilidad de establecer que en caso de ser necesario para lograr la comparecencia del quejoso, la autoridad que conozca del juicio de amparo podrá mandar publicar en los periódicos de mayor circulación del lugar, noticia del asunto, para lo cual estarán obligados los diarios a publicar sin costo alguno el oficio en cuestión.

Esta idea surge ante la necesidad de que el juez de amparo está obligado a lograr la comparecencia del quejoso.

VIII.- (Art. 25, fracción I).- Respecto de las notificaciones personales, debe estudiarse la posibilidad de que sean notificadas de esta forma las resoluciones que decidan sobre la suspensión definitiva, cuando no sean dictadas dentro de la audiencia incidental, para dar seguridad jurídica.

Lo anterior, en atención a que si se considera necesario notificar personalmente la sentencia dictada con posterioridad a la audiencia constitucional, debe seguirse el mismo criterio para el cuaderno incidental, ya que en la práctica pueden presentarse casos en los que la interlocutoria que resuelva sobre la suspensión definitiva no se dicte dentro de la misma audiencia incidental.

IX.- (Art. 49).- En relación con los impedimentos, es de considerarse se incluyan a los secretarios que conozcan del juicio de amparo cuando se encuentran en alguna de las causas previstas por la ley, esto por ética profesional con independencia de que esté regulado como falta administrativa que de lugar a juicio de responsabilidad.

Esta proposición es para dar mayor seguridad jurídica a las partes en el procedimiento del amparo, atendiendo a que en el anteproyecto se excluyen de las causas de impedimento a los secretarios que conocen del juicio de amparo, en quienes sí pueden existir.

X.- (Art. 59, fracción XIV, inciso b).- Por cuanto hace al inciso b) de la fracción XIV del artículo 59, considero necesario se incluya a los autos que decidan sobre el incidente de desvanecimiento de datos, como aquellos contra los cuales no es necesario agotar el recurso previsto por la legislación aplicable.

Lo anterior considerando que en este caso el bien jurídico tutelado es la libertad de la persona, y consecuentemente debe seguirse el mismo principio que para las demás hipótesis contempladas en dicha disposición, esto es si para el auto de formal prisión se considera innecesario agotar el recurso, lo mismo debe ser para la resolución que declare improcedente el incidente por desvanecimiento de datos.

XI.- (Art. 59, fracción XV).- Estimo necesario se especifique en la fracción XV del preinvocado numeral 59 del anteproyecto, que procederá el juicio de amparo aun cuando se haya interpuesto el recurso ordinario si el quejoso se desiste de éste expresando su intención de promover el juicio de amparo, siempre que esté dentro del término para interponer su demanda. Esto en los casos de excepción previstos en la fracción anterior y por la misma razón expuesta en el párrafo precedente.

En atención a que el juicio de garantías es en beneficio del gobernado y en contra de los actos de autoridad por violación de sus garantías individuales, por tanto, el hecho de que se haya interpuesto el recurso ordinario no debe impedir que en el supuesto de su desistimiento proceda esta instancia constitucional.
XII.- (Art. 59, fracciones XIV y XVI).- Debe tomarse en consideración para los casos de excepción al principio de definitividad en el juicio de amparo indirecto, además de los ya contemplados, los casos siguientes: a).- Los que dentro de un juicio su ejecución sean de imposible reparación, y b).- Aquellos actos respecto de los cuales los recursos ordinarios o medios de defensa legales por medio los que se puedan modificar, revocar o nulificar, se encuentran previstos en un reglamento y en la ley que lo rige no se contempla su existencia.

Esta idea es con el objeto de plasmar en nuestra Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, el contenido íntegro de la contradicción de tesis 82/99-SS de rubro: “DEFINITIVIDAD. EXCEPCIONES A ESE PRINCIPIO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.”

XIII.- (Art.- 59).- El juicio de amparo también es improcedente en el caso de que, los actos reclamados tengan efectos meramente intraprocesales, de acuerdo a la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los tribunales colegiados han desarrollado en torno a este tema, por tanto, estimo necesario incorporar una fracción especifica que faculte a los juzgadores de amparo a desechar por notoriamente improcedente las demandas de garantías promovidas por este tipo de actos.

XIV.- (Art. 62).- En el artículo 62, se debe establecer una sanción al menos económica para el caso de que las partes no comuniquen a la autoridad que conozca del juicio de amparo, la causa de sobreseimiento por ser éste de orden publico y para evitar el entorpecimiento de la ejecución de las sentencias de amparo.

XV.- (Art. 66).- En relación con el incidente de nulidad de notificaciones, debe establecerse su obligatoriedad de promoverlo, en vez de la redacción actual que da lugar a confusión por utilizar la declinación “podrá”.

Además, debe establecerse la sanción especifica en el supuesto de que no se promueva tal incidente en la siguiente promoción por la parte a quien perjudica la notificación irregular, la cual debe ser la de tenerse como consentida dicha irregularidad. Lo anterior es para ser acorde con los principios obtenidos de la Teoría General del Proceso.

XVI.- (Art. 77, fracción V).- Debe establecerse la suplencia de los conceptos de violación o de los agravios, en cualesquier materia, cuando se advierta la existencia de una violación relevante de la ley en perjuicio del quejoso y que lo haya dejado sin defensa, dicho beneficio no debe limitarse a las materias civil o administrativa, pues en los términos de la redacción actual del anteproyecto se excluye a la parte patronal en materia laboral, a la parte ofendida en materia penal, y en materia agraria a aquéllos sujetos no incluidos en lo dispuesto por el artículo 16, fracción III (esto es, a todo afectado en sus derechos por el resultado de un procedimiento agrario).

Lo razonado en atención a que de no considerarse a estos entes jurídicos se estaría actuando con desequilibrio procesal, no obstante que lo pretendido con esta nueva ley es perfeccionar la protección de los gobernados de la violación de sus garantías constitucionales.

XVII.- (Art. 79, fracción I).- En el apartado correspondiente al recurso de revisión, debe establecerse expresamente que procede éste en contra de la sentencia ejecutoriada en un juicio de amparo indirecto en el supuesto de que, quien lo promueva tenga el carácter de tercero perjudicado no emplazado o indebidamente emplazado a juicio, para el efecto de que se reponga el procedimiento y se le emplace debidamente, teniéndose como fecha de su notificación aquella en que se haga sabedor de la misma.

Lo anterior es para no violentar la garantía de audiencia que atento el alcance jurídico procesal que tiene una sentencia ejecutoriada ya no podría repararse por un medio de defensa ordinario, ni extraordinario, ni en el incidente de nulidad de notificaciones, ni por el recurso de queja.

De aceptarse lo expresado se materializaría el criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la contradicción de tesis 33/93 de rubro: “TERCERO PERJUDICADO NO EMPLAZADO O MAL EMPLAZADO EN UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PUEDE INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN CONTRA DE LA SENTENCIA QUE EL JUEZ DE DISTRITO DECLARA EJECUTORIADA Y QUE AFECTA CLARAMENTE SUS DERECHOS, DENTRO DEL PLAZO LEGAL CONTADO A PARTIR DE QUE TIENE CONOCIMIENTO DE LA SENTENCIA.”

XVIII.- (Art. 90).- Respecto del artículo 90 del anteproyecto, estimo que el plazo para dictar la resolución correspondiente al recurso de revisión biinstancial debe ser fijado por el Pleno del Consejo de la Judicatura, atendiendo a las circunstancias propias del circuito correspondiente, y no establecerse lo que sería un plazo ideal, pues habrá circuitos en los que debido a la carga de trabajo resulte imposible dictar el fallo correspondiente dentro del término de treinta días.

La propuesta tiene como razón dar a las partes y a los litigantes que los representan mayor certeza jurídica y se protegería a los juzgadores de la promoción de quejas administrativas legales pero basadas en una disposición meramente irreal.

XIX.- (Art.- 129).- En relación con el interés suspensional, es correcto se estime en el anteproyecto la obligación de justificarlo para los terceros extraños al procedimiento del que emane el acto reclamado; sin embargo, debe estudiarse:

a).- Que debe acreditarse en aquellos casos en que los actos reclamados no deriven de un procedimiento jurisdiccional (formal o material) o seguido en forma de juicio.

b).- La excepción de acreditar el referido interés debe ser sólo cuando el quejoso sea parte en dichos procedimientos de donde emanen los actos reclamados.

La primera adecuación se propone pretendiendo de evitar que se pudiera propiciar la interposición de demandas con el sólo propósito de obtener esta medida cautelar sin tener derecho a ella, verbigracia, el caso de clausuras de negocios o giros negros sin contar con la respectiva licencia administrativa. Lo anterior, con la excepción de la teoría de la apariencia del buen derecho.

El comentario del inciso b) es en razón de que sí el quejoso es parte en el procedimiento, su interés se acredita indiciariamente de acuerdo a las actuaciones reclamadas en amparo.

XX.- (Art.- 129).- Tratándose de la suspensión definitiva, cuando sea necesario acreditar el interés para obtenerla y el mismo se encuentra acreditado dentro del cuaderno principal de amparo, debe ser obligatorio para el juez ordenar que se agregue copia certificada de la constancia correspondiente al incidente de suspensión.

Esta idea, surge porque en la práctica jurisdiccional sí se toma en cuenta diversas actuaciones del cuaderno principal dentro del incidente de suspensión como son, entre otras, el domicilio para oír y recibir notificaciones de las partes; cuando causa ejecutoria la sentencia constitucional se atiende esta circunstancia dentro del incidente para decretarlo sin materia; las determinaciones del juez para no resolver sobre la suspensión definitiva hasta en tanto se emplace al tercero perjudicado dentro del juicio principal, etc.
Luego entonces, por justicia y a efecto de conservar la materia del amparo, máxime que el juez de amparo es garante del orden constitucional y su misión es proteger al individuo de la arbitrariedad de las autoridades, sería prudente su obligación ineludible de hacer llegar al procedimiento incidental las pruebas del interés suspensional que obren dentro del juicio principal.

Lo anterior, debe ser expresamente ya que de la redacción del artículo 141 se entiende la facultad optativa del juez para acreditar la existencia del acto reclamado, mas no se señala específicamente la obligación de tener en cuenta el interés acreditado en el cuaderno principal.

XXI.- (Art. 150).- Sobre la redacción de este numeral, considero que debería ser en los términos siguientes: “Cuando se reclamen actos derivados de un procedimiento laboral en etapa de ejecución, la suspensión será improcedente por cuanto hace a la parte que implique los medios de susbsistencia del trabajador en el término probable de duración del juicio de amparo, siendo procedente respecto del excedente de acuerdo a las reglas generales de esta medida cautelar.”

Este comentario es un función de que en la práctica se presentan asuntos en que se reclaman actos distintos a la última resolución (por ejemplo el indebido emplazamiento al demandado ó un tercero extraño reclame el embargo decretado en sus bienes), por tanto, su redacción debe ser de tal forma que se abarquen diversas hipótesis. Además, de que por cuanto hace al monto de los medios de subsistencia del trabajador debe ser la suspensión improcedente por ponerse ésta en peligro.

XXII.- (Art. 164).- En relación con el segundo párrafo del artículo 164 del anteproyecto, estimo que la suspensión debe ser procedente aun cuando se trate de orden de aprehensión por delitos considerados como graves, la cual sólo será para el efecto de que una vez detenido el quejoso quede a disposición y custodia del juez de distrito por cuanto hace a su libertad personal y al juez natural para la continuación del proceso, debiendo comunicar la autoridad del proceso al juez de amparo de inmediato su detención, so pena de ser considerada la omisión como violación a la suspensión otorgada con independencia de cualquier otro delito en que se incurra.

Esto es en función de que una vez solicitada la suspensión de los actos reclamados, la libertad personal del quejoso debe quedar bajo la potestad y custodia del juez federal, con la finalidad de que éste observe se respeten las garantías del inculpado hasta la conclusión del juicio de amparo.

XXIII.- (Art. 167).- En el caso del artículo 167 del anteproyecto debe especificarse que todas las autoridades civiles y militares estarán obligadas a brindar el auxilio necesario al juez de Distrito para lograr la comparecencia del quejoso y el apoyo necesario en el caso del traslado del juez al lugar de la detención y la correspondiente puesta en libertad.

XXIV.- (Art. 188).- Debe agregarse un párrafo en los términos del artículo 174 de la actual Ley de Amparo.

Ya que de la redacción actual se advierte una omisión de establecer las reglas que deben existir para la concesión o negativa de suspensión cuando se reclame en amparo directo el laudo o resolución que ponga fin al juicio en lo principal, siendo que debe tenerse presente la improcedencia de la suspensión por cuanto hace a la parte que implique los medios de subsistencia del trabajador durante el trámite y resolución del juicio.

XXV.- (Art. 188).- En todas las materias debe quedar en aptitud oficiosa el Presidente del Tribunal Colegiado de Amparo de calificar sí la autoridad responsable o Presidente de la Junta (en su caso), otorgó correctamente la suspensión del acto reclamado en amparo directo de acuerdo a las disposiciones aplicables.

La razón de esta propuesta radica en que es necesario vigilar su correcta concesión en todas las materias y en particular en la materia laboral proteger lo obtenido por el trabajador.

XXVI.- (Art. 190).- Es de estimarse necesario que en materia penal, se adicione este precepto autorizando que si el fallo dictado en el juicio de garantías indirecto, resuelve la concesión del amparo al fondo del asunto, se podrá poner en libertad provisional bajo caución al quejoso, aun sin causar ejecutoria la sentencia, pues el bien tutelado es la libertad personal del gobernado.

En la actualidad y en los términos del anteproyecto, el quejoso que soporte en su contra un procedimiento penal y obtenga una resolución de amparo favorable debe aguardar hasta que cause ejecutoria ó en su caso se resuelva el recurso de revisión que se haga valer, no obstante haber obtenido la concesión del amparo y protección de la Justicia Federal, por lo cual se propone la adición anterior.

Valga expresar que en caso de que el procesado apele el auto de formal prisión dictado dentro de un proceso penal del orden común, y en segunda instancia se revoque la resolución recurrida, de inmediato obtendrá su libertad, así las cosas, es de considerarse que un fallo de amparo no puede tener en esta hipótesis efectos menores a los de una decisión del fuero común.

A t e n t a m e n t e

Magda. María Simona Ramos Ruvalcaba.

Novena Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XI, Enero de 2000

Tesis: 2a. II/2000         
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AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO ES LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD CUANDO APERCIBE DE REALIZAR O REALIZA EL CORTE DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA.  La Comisión Federal de Electricidad es autoridad para los efectos del amparo cuando apercibe de realizar o realiza el corte del suministro de energía eléctrica a los consumidores, en virtud de que con fundamento en las facultades que le otorga la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica y su reglamento, a través de dicho acto extingue unilateralmente una situación jurídica que afecta la esfera legal del gobernado, sin necesidad de acudir a los órganos judiciales ni de obtener el consenso del consumidor, es decir, que el citado organismo ejerce facultades de decisión que le están atribuidas en un ordenamiento legal y que, por ende, constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, lo cual le da el carácter de autoridad, al ser de naturaleza pública la fuente de tal potestad.

Amparo en revisión 817/98. Haddad Textil, S.A. de C.V. 3 de diciembre de 1999. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ernesto Martínez Andreu.

Novena Epoca

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: X, Septiembre de 1999

Tesis: XIV.2o. J/22        
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AUTORIDAD RESPONSABLE. LO ES EL INSTITUTO DE VIVIENDA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, AL EJECUTAR ADMINISTRATIVAMENTE UN CONVENIO DE REORDENAMIENTO URBANO.  Si el Instituto de Vivienda del Estado de Quintana Roo, en uso de sus facultades decisorias procede a ejecutar administrativamente un convenio de reordenamiento urbano respecto de un lote de terreno, es claro que está actuando como autoridad, dado que a través de una resolución administrativa pretende desconocerle derechos posesorios al ocupante del inmueble. De no entenderse así, prácticamente se permitiría que en la actual complejidad de la actuación administrativa gubernamental que desempeñan organismos descentralizados, las funciones de gobierno, en este caso, las de administrar las reservas territoriales y planificar los programas de vivienda, las realicen las autoridades administrativas de jure o de facto, sin control constitucional; lo que es inadmisible en un Estado de derecho. En consecuencia, este tribunal se aparta del criterio que sustentó en la tesis que bajo el rubro: "AUTORIDAD RESPONSABLE. NO LO ES EL INSTITUTO DE VIVIENDA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO AL RESOLVER UN RECURSO DE REVERSIÓN.", fue publicada en las páginas 434 y 435 del Tomo V, correspondiente a enero de mil novecientos noventa y siete, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, en virtud de que fue originada con base en la jurisprudencia sostenida por la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que con el número 300, aparece publicada en la página 319 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, bajo el rubro: "AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO."; la cual quedó interrumpida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por la tesis que aparece publicada a fojas 118 y 119, del Tomo V, febrero de mil novecientos noventa y siete, Pleno y Salas, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo el rubro: "AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES JURÍDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO.".

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 698/98. Director General del Instituto de Vivienda del Estado de Quintana Roo. 20 de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Paulino López Millán. Secretaria: Silvia Cerón Fernández.

Amparo en revisión 700/98. Director General del Instituto de Vivienda del Estado de Quintana Roo. 20 de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy Gómez. Secretaria: Maricela Bustos Jiménez.

Amparo en revisión 703/98. Director General del Instituto de Vivienda del Estado de Quintana Roo. 20 de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Paulino López Millán. Secretaria: María Isabel Cetina Rosas.

Amparo en revisión 706/98. Director General del Instituto de Vivienda del Estado de Quintana Roo. 20 de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Paulino López Millán. Secretario: Luis Armando Coaña y Polanco.

Amparo en revisión 714/98. Director General del Instituto de Vivienda del Estado de Quintana Roo. 20 de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Paulino López Millán. Secretaria: María Isabel Cetina Rosas.

Nota: Esta tesis se aparta del criterio sostenido en la tesis XIV.2o.12 A, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, enero de 1997, de rubro: "AUTORIDAD RESPONSABLE. NO LO ES EL INSTITUTO DE VIVIENDA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO AL RESOLVER UN RECURSO DE REVERSIÓN.".

Novena Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: V, Febrero de 1997

Tesis: P. XXVII/97
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AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PUBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES JURIDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO.  Este Tribunal Pleno considera que debe interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece publicado en la página 519 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, que es del tenor siguiente: "AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término 'autoridades' para los efectos del amparo, comprende a todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza de que disponen.", cuyo primer precedente data de 1919, dado que la realidad en que se aplica ha sufrido cambios, lo que obliga a esta Suprema Corte de Justicia, máximo intérprete de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios ajustándolos al momento actual. En efecto, las atribuciones del Estado Mexicano se han incrementado con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho pasamos a un Estado social de derecho con una creciente intervención de los entes públicos en diversas actividades, lo que ha motivado cambios constitucionales que dan paso a la llamada rectoría del Estado en materia económica, que a su vez modificó la estructura estadual, y gestó la llamada administración paraestatal formada por los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, que indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión de los gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la disposición directa que llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una norma legal pueden emitir actos unilaterales a través de los cuales crean, modifican o extinguen por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de los gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que les están atribuidas en la ley y que por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza pública la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno considera que el criterio supracitado no puede ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que debe atenderse a las particularidades de la especie o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de establecer si a quien se atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, debe atender a la norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que afecten unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades.

Amparo en revisión 1195/92. Julio Oscar Trasviña Aguilar. 14 de noviembre de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el diez de febrero en curso, aprobó, con el número XXVII/1997, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a diez de febrero de mil novecientos noventa y siete.

Nota: Esta tesis interrumpe el criterio sustentado en la tesis jurisprudencial número 300, de rubro: "AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, página 519.

Novena Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, Septiembre de 1995

Tesis: 2a./J. 49/95
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COMISION PARA LA REGULARIZACION DE LA TENENCIA DE LA TIERRA. CUANDO TIENE EL CARACTER DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.  La Comisión de que se trata es un organismo público descentralizado, de carácter técnico y social, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que tiene por objeto regularizar la tenencia de la tierra en donde existan asentamientos irregulares, en bienes ejidales o comunales; suscribir las escrituras públicas o títulos con los que reconozca la propiedad de los particulares en virtud de la regularización efectuada; celebrar los convenios que sean necesarios para su objeto; garantizar y/o entregar a la institución que corresponda, las indemnizaciones a que tengan derecho los núcleos de población ejidal o comunal con motivo de las expropiaciones. La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, establece que la administración pública centralizada está formada por las Secretarías de Estado y por los departamentos administrativos, y que la administración pública paraestatal se integra, entre otros, con los organismos descentralizados. De acuerdo con lo anterior, la referida Comisión es parte integrante de la administración pública paraestatal, dado que fue creada por decreto del Ejecutivo Federal como un organismo descentralizado; así, aunque no forma parte del Poder Ejecutivo, sí constituye un órgano auxiliar del mismo. Ahora bien, cuando se emite un decreto expropiatorio y queda a cargo de la indicada Comisión cumplir los fines de la expropiación, su actuar sí puede reputarse como emanado de una autoridad para los efectos del juicio de amparo, puesto que decide cuestiones de posesión a fin de determinar a quién y en qué medida le asisten derechos de preferencia para la adquisición de lotes, priva de la posesión sobre áreas que se destinarán a uso común y realiza otros actos de contenido similar que, además de significar afectación, se caracterizan como unilaterales e imperativos. Lo anterior sin perjuicio de que en cada caso se determine si se afecta la esfera jurídica de los particulares mediante el ejercicio del poder, sea que lo haga dicha Comisión dentro de las atribuciones jurídicas que las disposiciones le otorgan, o fuera de ellas.

Contradicción de tesis 7/94. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito (actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y de Trabajo). 25 de agosto de 1995. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Angelina Hernández Hernández.

Tesis de Jurisprudencia 49/95. Aprobada por la Segunda Sala de este alto Tribunal, en sesión pública de veinticinco de agosto de mil novecientos noventa y cinco, por unanimidad de cinco votos de los Ministros: Presidente Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Sergio Salvador Aguirre Anguiano.

Novena Epoca

Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: IV, Octubre de 1996

Tesis: I.4o.A. J/10
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FUNCIONARIOS UNIVERSITARIOS, DEBE ATENDERSE A LA NATURALEZA JURIDICA DE LOS ACTOS QUE SUSCRIBEN, PARA QUE PROCEDA EL JUICIO DE AMPARO INTERPUESTO EN SU CONTRA.  Suscribir actos en ejercicio del cargo que se desempeña en una institución descentralizada es insuficiente para considerarlos provenientes de una autoridad; en tanto que, esta calidad se sustenta en el hecho de que la persona dentro de su esfera de atribuciones cuente con la facultad coercitiva necesaria para hacer cumplir sus determinaciones, sólo de esta manera es factible estimar el acto de molestia como acto emitido por una autoridad, y así es factible impugnarlo mediante el juicio de amparo; pero si el funcionario suscriptor del acto, no obstante que desempeñe actividades de dirección en el organismo descentralizado, su labor consiste en regular las relaciones internas de los miembros de la institución que dirige, sin que pueda obligarlos a acatar sus decisiones, su actuación será la de un ente de derecho privado; tal es el caso del rector de la Universidad Nacional Autónoma de México, de los directores generales de las escuelas preparatorias de la misma Institución, así como de los presidentes de la Junta de Gobierno o del Patronato de la referida casa de estudios, cuando los actos dirigidos por éstos a sus subordinados encuentran su origen en el ejercicio de la facultad de coordinación e impulso de las actividades propias de la Universidad, o en su defecto, en una relación jurídica laboral, económica, financiera o de otra índole; motivos por los que es manifiesta la ausencia de las características de unilateralidad, imperatividad y coercitividad de que todo acto de autoridad está revestido; por lo que debe desecharse el juicio de amparo promovido en contra de los actos cuya naturaleza jurídica no reúna las cualidades citadas.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 234/96. Director General de la Escuela Nacional Preparatoria de la U.N.A.M. 8 de mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: David Delgadillo Guerrero. Secretario: Ramón E. García Rodríguez.

Queja 214/96. Director General de la Escuela Nacional Preparatoria No. 5 "José Vasconcelos" de la U.N.A.M. 15 de mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C. Ramos Carreón. Secretario: Alejandro Chávez Martínez.

Queja 224/96. Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México. 15 de mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Emilio Hassey Domínguez.

Queja 314/96. Director General de la Escuela Nacional Preparatoria de la U.N.A.M. 12 de junio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C. Ramos Carreón. Secretario: Alejandro Chávez Martínez.

Queja 344/96. Presidente del Consejo Universitario de la U.N.A.M. 12 de junio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: David Delgadillo Guerrero. Secretario: Raúl García Ramos.

Octava Epoca

Instancia: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IX, Mayo de 1992
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AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.  El concepto de autoridad para efectos del juicio de amparo no debe entenderse solamente para aquellos órganos que disponen de la fuerza pública, en sentido material, sino también el de que las autoridades ejerzan actos públicos, luego, si el ramo de la educación pública es un servicio público y la escuela oficial, un establecimiento de ese servicio público, es claro que la persona encargada de dirigirla tiene la representación de ese poder público dentro de su jurisdicción educativa y escolar, en virtud de la cual obra, dictando según su propio criterio y bajo su responsabilidad, determinaciones de cumplimiento obligatorio, de manera que el director sí tiene el carácter de autoridad.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Amparo en revisión 307/91. María Luisa Sánchez Meza. 23 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mandujano Gordillo. Secretaria: Julieta María Elena Anguas Carrasco.

Octava Epoca

Instancia: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: VII, Abril de 1991
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ORGANISMOS PUBLICOS DESCENTRALIZADOS. CUANDO PUEDEN SER AUTORIDADES RESPONSABLES.  Para determinar si un organismo descentralizado puede figurar como autoridad responsable en un juicio de amparo, se debe atender a los actos que realiza frente a los particulares y como toda entidad moral, en el organismo se registran relaciones internas entre sus componentes y relaciones externas frente a sujetos que no pertenezcan a él, los primeros actos no son de autoridad para los efectos del amparo, pues sus componentes no gozan de garantías individuales frente al organismo, ya que no tienen el carácter de gobernados, el que sólo puede darse en las relaciones de supra a subordinación, cuyo sujeto pasivo, es cualquier órgano del Estado; en las relaciones externas, el organismo se comporta como un particular, realizando actos que carecen de fuerza compulsora, y dichos actos no son actos de autoridad y contra ellos no procede el amparo, en la inteligencia de que, cuando provocan bajo cualquier aspecto la decisión de algún órgano estatal que pueda afectar al gobernado, ésta deberá constituir el acto reclamado en un juicio de garantías en el que el organismo figurará como tercero perjudicado en los casos contemplados en el artículo 5o., fracción III, de la Ley de Amparo. Es decir, el amparo procede contra actos de organismos descentralizados cuando se realiza con sus relaciones externas y siempre que, por prescripción legal, deban ser ejecutados por alguna autoridad del Estado, frente al particular por la vía coactiva, es decir, sin que esta autoridad tenga la facultad de hacerlos cumplir o al negarse a realizarlos por propia decisión.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión (Improcedencia) 12/90. Rentas Automotrices, S.A. de C. V. 12 de septiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Miguel García Salazar. Secretario: Angel Torres Zamarrón.

MARIA SIMONA RAMOS RUVALCABA

PONENCIA PRESENTADA POR LA MAGISTRADA IRMA RIVERO ORTIZ DE ALCANTARA, COORDINADORA DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, EN TORNO AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, ESPECÍFICAMENTE ACERCA DE LA SUSPENSION  DEL ACTO RECLAMADO EN EL AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL.

Las reflexiones que aquí expongo, tienen como objetivo proponer una modificación a los artículos 160, 161, 163, 164 y 166 del proyecto mencionado, preceptos que se ubican en el Título Segundo, denominado “De los procedimientos de Amparo”, Capítulo I, intitulado “El amparo indirecto”, Sección Tercera, que se refiere a la “Suspensión del acto reclamado”, Segunda Parte, en la que se regula la medida suspensiva  “En Materia Penal”. 

Por ser de gran importancia para las consideraciones que darán sustento a  la propuesta que se formulará, resulta necesario destacar lo que sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 3/99, cuando se ocupó del análisis del arraigo domiciliario y precisó la afectación que esa medida produce en los derechos de la persona.

En la ejecutoria correspondiente la citada Sala del Alto Tribunal estimó, entre otras cosas, lo siguiente: 

1.- Que la orden de arraigo, al generar una obligación de permanecer en un domicilio, constituye una imposición que afecta la libertad personal del agraviado, ya que mediante ella se le aplica el deber de ubicarse en ese lugar bajo la vigilancia de la autoridad investigadora y persecutora, de tal forma que no puede abandonar su domicilio, ni salir de él.

2.- Que con motivo de esa medida la libertad de poder hacer lo que desee, siempre y cuando la conducta no sea contraria a la ley ni afecte derechos de terceros, se ve afectada o restringida, de tal manera que su ámbito de acción y deambulatorio se limita únicamente a las dimensiones de su domicilio. 

3.- Que aun cuando el arraigado se encuentre en su domicilio, con todas las comodidades posibles, con los medios que estén a su alcance de alimentarse, distraerse, descansar, etc., su libertad se altera porque no puede salir del inmueble a realizar sus actividades cotidianas, las que desee, o que tenga obligación de desarrollar fuera del mismo, como pueden ser las laborales, de vigilancia, supervisión de sus propiedades o bienes, de recreo, salud, etcétera. 

4.- Que esa Primera Sala al resolver la diversa contradicción de tesis número 67/96, ya había considerado, en esencia, que al sujetar a una persona a determinadas obligaciones procesales y con ello impedirle hacer uso de su libertad de tránsito, si  no era con autorización de la autoridad, se atacaba la libertad personal.

5.- Que en la exposición de motivos del decreto de reformas al Código Federal de Procedimientos Penales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintisiete de diciembre de mil novecientos noventa y tres, por medio del cual se adicionó el artículo 133 bis que previene la orden de arraigo, se consideró que el aseguramiento personal del presunto responsable, fuera de los casos a que se refiere el artículo 16 constitucional, tiene la expresa limitante impuesta por el artículo 11 de la misma Ley Fundamental, en el sentido de que el derecho de tránsito está subordinado únicamente a las facultades de la autoridad judicial en los casos de responsabilidad civil y criminal; y que por ello en referida adición a la ley procesal se facultaba al Ministerio Público para que fundada y motivadamente, al amparo del precitado artículo 11, acudiera al juzgador para que éste dispusiera el arraigo.  

6.- Que sin embargo, a pesar de las razones contenidas en la referida exposición de motivos,  lo cierto es que la orden de arraigo domiciliario afecta la libertad personal porque obliga a permanecer en un inmueble, de tal manera que el ámbito de acción y deambulatorio  del afectado se restringe a las dimensiones del domicilio.
Ahora bien, en el artículo 160 del proyecto de Ley de Amparo que se analiza,  se dispone: 

“Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión, cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso”

Con respecto al precepto reproducido se propone que el segundo párrafo se elimine, en atención a que si bien la medida cautelar conocida como arraigo domiciliario se ha tratado de justificar invocando una  necesidad para asegurar que quien tan solo es investigado por la comisión de un delito, no se sustraiga de la acción de la justicia, esta figura jurídica ha rebasado los límites constitucionales para convertirse en una verdadera detención o prisión durante la fase de averiguación previa, pues como lo estimó la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con tal medida se  afecta la libertad personal. Afectación que dependiendo del ordenamiento procesal que le dé origen puede ser de  un período de treinta a noventa días, rebasando por tanto,  con mucho el plazo  que se previene en los numerales 16 y 19 de la propia Carta Magna para retener a una persona a fin de determinar  si se satisfacen las exigencias que dichos preceptos señalan para que pueda ser afectada su libertad por un tiempo mayor. 

Inclusive, la práctica ha demostrado que generalmente el arraigado debe permanecer en el lugar que señala la autoridad judicial, a solicitud del órgano persecutor, para el cumplimiento de la medida y bajo la vigilancia de éste y  de sus auxiliares, ejecutándose, en el mejor de los casos, en el domicilio del arraigado, pero con frecuencia se lleva a cabo en hoteles o en inmuebles asegurados por el propio Ministerio Público, separados de su familia, sin privacidad, sin opción para el desempeño de su trabajo y, peor aún, sin derecho a obtener durante el tiempo en que se ejecuta la medida cautelar el beneficio de libertad provisional bajo caución, aunque  sólo esté sujeto a investigación con motivo de la perpetración de un ilícito no calificado como grave. 

En resumen,  esa medida cautelar no es otra cosa que una forma de privación de la libertad no prevista en el artículo 16 constitucional,  de una persona que, de acuerdo con la etapa procedimental en que se ejecuta, tiene la calidad de indiciado y que conforme lo que se ha señalado, cuenta con menos derechos que quien es retenido en la averiguación previa o la preinstrucción del procedimiento.

Si lo que se pretende con el arraigo es evitar que una persona se sustraiga de la acción de la justicia, tal fin se satisface con lo que se previene en el primer párrafo del aludido numeral 160, pues al decretarse la suspensión para que el arraigo cese inmediatamente o que no se ejecute,  el juzgador de amparo debe dictar  las medidas necesarias para asegurar que no se evada, entre las que se pueden mencionar la exigencia de una garantía, la obligación de no ausentarse de la ciudad o de la población en que deba permanecer para efectos de la investigación, así como la de presentarse ante dicho juzgador a firmar periódicamente, etc.; además de que como expresamente lo exige el precepto invocado obligarlo a presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión, cuantas veces le sea requerido, lo que desde luego redunda en no obstaculizar la facultad investigadora que constitucionalmente compete al Ministerio Público.

Por las razones expuestas, se estima necesario reflexionar sobre si es adecuado o no,  que en el juicio de amparo, cuando el acto reclamado se haga consistir en el arraigo, el que de acuerdo con lo que se ha señalado es una forma de detención prolongada durante la fase de averiguación previa, que no tiene sustento constitucional,  la suspensión pueda tener el efecto de que se ejecute en el domicilio del arraigado;  más aún si se tiene en cuenta que en el referido artículo 160 no se establece cuáles son esas “circunstancias” a las que el órgano de control constitucional debe atender para autorizar que se ejecute esa medida.  

El diverso artículo 163 del proyecto de ley en análisis señala: 

“Cuando el acto reclamado afecte la libertad personal del quejoso y se encuentre a disposición del ministerio público por cumplimiento de  orden de detención o retención del mismo o por cualquier causa, la suspensión se concederá para que dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, o de noventa y seis tratándose de delincuencia organizada, contadas a partir del momento en que fue puesto a disposición de la autoridad ministerial, cese la detención poniéndolo en libertad o consignándolo ante el juez penal correspondiente.”   

Se estima conveniente suprimir del texto de dicho precepto la expresión “o por cualquier causa”, porque el artículo 16 constitucional autoriza que  una persona pueda ser detenida sin mandamiento de autoridad judicial y, por ende, que se encuentre a disposición del ministerio público, únicamente por dos causas: en caso de flagrancia, que es cuando se decreta la retención,  o bien, cuando esa autoridad investigadora ordena la detención en caso de urgencia. Por tanto, cualquier otro motivo por el que alguien se  pudiera hallar  a disposición del órgano investigador resultaría  arbitrario que, el que de acuerdo con lo dispuesto en el propio precepto de la Carta Fundamental, constituye un abuso que debe ser sancionado por la ley penal (artículo 225, fracción X, del Código Penal Federal).

El artículo 164 del proyecto de ley en comento,  previene: 

“Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional  y la definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.
En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.”

Se estima conveniente suprimir la facultad excepcional de otorgar la suspensión definitiva entratándose de delito calificado por la ley como grave, pues si se tiene en cuenta que en ese mismo precepto se establece que el efecto de la suspensión es  ponerlo en libertad,  se puede estimar que ello se contrapone a lo dispuesto en los diversos ordenamientos procedimentales en materia penal, que prohíben la concesión de la libertad provisional cuando se trata de delitos calificados como graves. 

Además, se advierte que en ningún precepto del proyecto de ley que se analiza se prevé, ni siquiera a título ejemplificativo, cuáles serían “las circunstancias del caso” que pudieran llevar al órgano jurisdiccional de amparo a otorgar la suspensión definitiva en caso de delito considerado como grave, a fin de que el quejoso sea puesto en libertad, por lo que en todo caso, si se estimara necesario conservar esta hipótesis de procedencia de la suspensión, sería conveniente señalar las circunstancias en las que se pudiera basar el juzgador para decretarla, como podría ser el término medio aritmético de  la pena de prisión con que se sancione el delito, la naturaleza, modalidades y características del mismo, las circunstancias personales del quejoso, el menor riesgo de que se sustraiga de la acción de la justicia, la mayor o menor lesión al bien jurídico tutelado, etc.; pues de lo contrario, si se conservara esa facultad discrecional tan amplia, quedaría al solo criterio de quien otorgue la medida cautelar definitiva el poner en libertad al inculpado por delito grave,  lo que es inconveniente pues podría cuestionarse el hecho de que con la misma se siguiera perjuicio al interés social,  pues es claro que quien corre el riesgo de perder la libertad que obtuvo con motivo de la suspensión, a pesar de que la legislación procesal penal la prohíbe, en caso de que se le niegue la protección constitucional,  podría optar  por sustraerse de la acción de la justicia aunque con ello perdiera la garantía a que alude el numeral 166 del proyecto de ley, por elevado que fuera su monto, transcendiendo a generar impunidad;  además de que pudiese ser cuestionado que con la suspensión definitiva en el caso  se contravienen  disposiciones de orden público,  como lo son  la disposición constitucional  respectiva y  las leyes secundarias aplicables que niegan expresamente el derecho de la libertad a quien se siga proceso por delito calificado por la ley como grave. 

Es importante mencionar  que en el numeral 265 del proyecto de la propia ley se propone que “si la procedencia de la suspensión fuere notoria y el juez de distrito que conozca del incidente no la concediere por negligencia, por motivos inmorales, y no por simple error de opinión, se impondrá la sanción que fija el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia”, disposición en la que no  se define qué se debe entender por notoria procedencia  y simple error de opinión; por lo que, ante la imprecisión de tales normas, y al otorgarse al juzgador la facultad discrecional de conceder la suspensión definitiva aun en casos de delitos calificados por la ley como graves,  podría generar una diversidad de criterios de interpretación y con ello la posibilidad de que se finque responsabilidad al juez del amparo.

Finalmente, en esta ponencia se propone una modificación al artículo 166, el cual establece:

 “Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

Para fijar el monto de la garantía se tomará en cuenta:

I. La naturaleza, modalidades y características del delito que se le impute; 

II. Sus características personales y situación económica; y

III. La posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia.”

La modificación que se propone consiste en precisar que para fijar el monto de la garantía que se debe exigir al quejoso para concederle la suspensión en caso de que se le atribuya la comisión de un delito que no esté calificado como grave, el juzgador de amparo cumpla con los requisitos que dicho precepto señala, únicamente cuando en el incidente de suspensión se alleguen elementos de  convicción suficientes para ello, y que en caso contrario, dicho monto sea fijado a su  libre arbitrio.  Más aún si se tiene presente que  en la fracción IV del artículo 266 del proyecto de ley que nos ocupa se prevé como delito el  decretar la suspensión fuera de los casos previstos por  esa ley, aunque sea con el carácter provisional, si por virtud de ella se produce un daño o se concede una ventaja indebida.
Esto tomando en consideración que tratándose de delito no calificado como grave por la ley, en el  numeral 164 se establece la procedencia de la suspensión provisional   y ,  generalmente, ésta se solicita en la propia demanda de garantías, para la cual  el diverso numeral 107  del citado proyecto no exige como requisito el que se precisen los datos que se especifican en el diverso 166 para fijar el monto de la garantía que debe obligatoriamente exigir el órgano de control constitucional  al otorgar la suspensión; además  que, por razones obvias, en la mayor parte de los casos el quejoso sería el más interesado en no  aportar elementos suficientes para que se le fije una garantía adecuada,  lo cual evidencia que difícilmente la autoridad judicial que decrete la medida cautelar provisional estaría  en condiciones de contar con los elementos a los que debe  atender en términos del numeral 166 para señalar el monto de la garantía.

No pasa inadvertido que en el numeral 138 del proyecto de Ley de Amparo se establece que al rendir el informe previo, la autoridad responsable puede expresar las razones que estime pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión y aquéllas que permitan al órgano jurisdiccional de amparo establecer el monto de las garantías correspondientes;  sin embargo, no se le obliga a la autoridad a acompañar copia certificada de las constancias respectivas, además de que no en todos los casos se rinde el informe previo. Por otra parte, tampoco se desconoce que en el artículo 141 del mismo ordenamiento se prevé la facultad de solicitar documentos y ordenar las diligencias necesarias a efecto de resolver la suspensión definitiva, pero también en este caso existe el riesgo de que a quien se pidan tales constancias no las remita a tiempo para ser tomadas en cuenta al resolver en definitiva la medida cautelar.

IRMA RIVERO ORTIZ DE ALCANTARA

EL AMPARO DIRECTO

Este trabajo tiene por objeto proponer la modificación de los artículos 174, 178, 179, 188 y 189, así como la eliminación de los artículos 175 y 176 del Proyecto de Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, numerales que se encuentran localizados en el Título Segundo, Capítulo Segundo, Secciones Segunda y Cuarta del referido proyecto, proponiéndose además la modificación de la fracción XI del artículo 107 del Proyecto de Reformas a la Constitución Política Mexicana.

MARCO DE REFERENCIA

El Proyecto de Ley de Amparo que se analiza, contiene en el Título Segundo, Capítulo Segundo, dividido en cuatro secciones y 22 artículos, las reglas de procedencia, requisitos de demanda, substanciación del proceso y bases para la suspensión del acto reclamado en el juicio de Amparo Directo, apreciándose algunos aspectos que resultan innovadores, como el caso de que los Tribunales Colegiados de Circuito, hagan la declaratoria de inconstitucionalidad en la parte considerativa de la sentencia y no en los puntos resolutivos, dejando a salvo la posición de la Suprema Corte como Tribunal Constitucional de máxima jerarquía, pero permitiendo que los Tribunales Colegiados de Amparo hagan consideraciones de Constitucionalidad en los casos que proceda; otro aspecto, es el suprimir las hipótesis de violación de procedimiento, consistentes en la citación en forma distinta a la prevista por la ley y a la falsa representación de los juicios; se crea la figura del amparo adhesivo, imponiendo al quejoso o al que promueva el amparo adhesivo, la carga de invocar en el escrito inicial todas las violaciones procesales que pudieran afectar sus derechos para que todo sea resuelto en un solo juicio, y por otra parte, se crea la obligación de los Tribunales Colegiados de Amparo, de fijar el alcance preciso de su sentencia, terminando así con el amparo que se concede para efectos.

Todo lo anterior, representa una indudable ventaja frente a las normas vigentes, pero inexplicablemente en el Proyecto de Ley de Amparo que se comenta, se mantienen disposiciones similares a las vigentes, en relación con la presentación de la demanda de amparo por conducto de la autoridad responsable, la obligación de ésta de requerir al quejoso para que exhiba las copias de la demanda en el caso de que las haya omitido; la obligación de certificar al pie de la demanda la fecha de notificación de la sentencia, laudo o resolución reclamada, la de presentación del escrito de demanda y los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la obligación de emplazar al tercero interesado en el último domicilio que hubiere designado en los autos del juicio de origen o en el domicilio que señale el quejoso, así como rendir el informe con justificación acompañando la demanda de amparo, los autos del juicio de origen con sus anexos y la constancia de emplazamiento a las partes. También se mantiene en el proyecto la facultad de la autoridad responsable para decidir sobre la suspensión del acto reclamado y fijar los requisitos para su efectividad.

En suma, con muy ligeras variantes, el proyecto  mantiene casi íntegramente  las mismas disposiciones que ya contempla la ley vigente, tanto para la recepción de la demanda, como para la suspensión del acto reclamado en un Amparo Directo, lo que se considera inadecuado, por eso se sostienen los siguientes:

MOTIVOS PARA PROPONER MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO

A).- EN CUANTO A LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR LA DEMANDA POR CONDUCTO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE.- Podemos señalar que esta obligación fue incorporada a los artículos 44 y 163 de la Ley de Amparo a partir de la reforma de diciembre de 1983, que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de enero de 1984, pretendiendo evitar con ello, que se presentara ante la Suprema Corte de Justicia una demanda de la competencia de un Tribunal Colegiado de Circuito y viceversa, porque recordemos que en ese tiempo el Amparo Directo era competencia de ambos órganos jurisdiccionales y los litigantes frecuentemente retardaban el trámite de mala fe al presentar la demanda en forma equivocada; se pensó que con la reforma que imponía la obligación de presentar la demanda por conducto de la autoridad responsable se terminaría con esa práctica viciada y además se lograba dar agilidad al trámite, porque la autoridad responsable quedaba obligada a integrar correctamente el expediente de amparo y se tomó en cuenta además que las distancias eran muy grandes respecto al lugar en que se dictaba la resolución impugnada y el lugar de residencia del Tribunal Colegiado de Circuito o de la Suprema Corte.- Estas razones, pudieron ser aceptables en la época en que el Amparo Directo era competencia de la Suprema Corte de Justicia y también de los Tribunales Colegiados de Circuito, porque efectivamente, se daba el caso de que litigantes sin escrúpulos retardaban el procedimiento mediante la presentación de la demanda ante un órgano incompetente, pero debemos tener en cuenta que  partir de 1988, en que el Amparo Directo ya fue competencia exclusiva de los Tribunales Colegiados de Circuito, salvo el caso de atracción, ya no se puede presentar equivocadamente la demanda ni se puede retardar con ese motivo el trámite del amparo; por otra parte, ha desaparecido ya el obstáculo de la distancia, porque actualmente existen 25 Circuitos en la República, en los que operan 128 Tribunales Colegiados de Circuito y por ello, puede afirmarse que en casi todos los Estados hay un Tribunal Colegiado cuando menos y que por esto, se ha reducido sensiblemente la distancia y además como esos Tribunales cuentan con la suficiente infraestructura y el personal judicial necesario, los trámites de emplazamiento a terceros interesados, el cómputo de los términos para presentación de la demanda y en general todos los actos de trámite relacionados con la recepción y admisión de la demanda, fácilmente se pueden llevar a cabo por el propio Tribunal Colegiado del conocimiento y esto garantizaría una mayor fluidez en la tramitación, porque de nadie es desconocido, que las autoridades responsables, frecuentemente incurren en tardanzas innecesarias al emplazar a terceros interesados, al notificar a las demás partes o en la remisión del informe y de los autos del juicio de origen; por todo lo cual se propone que se modifique el artículo 174 del Proyecto, para que se establezca que la demanda deberá presentarse directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo que corresponda, acompañando copias de la misma para cada una de las partes, pero además deberá acompañar el quejoso, una copia certificada de la sentencia, laudo o resolución impugnada, para que el Tribunal esté en condiciones de decidir sobre la admisión y en su caso sobre la suspensión; para ello se propone también modificar el artículo 178 del Proyecto, a fin de regular el caso de que falten copias para el traslado, o para el caso de que hubiera irregularidades en la demanda, ya que el Presidente del Tribunal Colegiado señalara al promovente un término de cinco días para exhibir las copias, aclarar o corregir la demanda y en el caso de no hacerlo tendrá por no interpuesta la demanda y en este contexto, también se propone modificar el artículo 179 del Proyecto, para que al admitir la demanda se mande notificar a las partes el acuerdo relativo, se pida informe justificado a la autoridad responsable, así como la remisión de los autos del juicio de origen y sus anexos.- Como una consecuencia de estas modificaciones, ya se consideran innecesarios los artículos 175 y 176 del Proyecto, por lo que se propone suprimirlos, puesto que las obligaciones que consignan ya quedarían incluidas en los demás dispositivos que se han comentado.

B).- EN RELACION CON LA FACULTAD QUE SE ATRIBUYE A LA AUTORIDAD RESPONSABLE PARA DECIDIR SOBRE LA SUSPENSIÓN.- En la actualidad, se considera inadecuado mantener la facultad de la autoridad  responsable para decidir sobre la suspensión en el Amparo Directo, ya que en todo caso, el facultado debería ser el propio Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo que corresponda, en primer lugar, porque entre las partes contendientes debe existir siempre igualdad procesal para que estén en la misma condición y al mismo nivel dentro de la contienda, pero en el caso del amparo, tal  como señala el proyecto, se establece la posibilidad legal de que una de las partes resuelva sobre la suspensión del acto reclamado que planteó su contraparte y esto escapa a toda regla de buen proceso, resultando una situación totalmente injusta para el solicitante de la suspensión; por otra parte, esta facultad atribuida a la autoridad responsable, tiene su origen en razones de orden histórico y práctico, porque originalmente el Amparo Directo se tramitaba ante la Suprema Corte de Justicia con exclusividad y luego, a partir de 1951 en que surgen los Tribunales Colegiados de Circuito, éstos también conocieron de Amparos Directos por violaciones de procedimiento y después, por violaciones de fondo hasta cierta cuantía, pero debe tenerse en cuenta que en su inicio sólo existieron cinco Circuitos en la República y por tanto, resultaba difícil que los quejosos residentes en las Entidades Federativas que formaban parte del Circuito o los que tenían que promover ante la Suprema Corte de Justicia, lograran que con la urgencia del caso, se decidiera, pero sobre todo que se comunicara la suspensión a las autoridades responsables, porque era muy grande la distancia que había que superar y los medios de comunicación eran bastante tardados, por lo que existía siempre el riesgo de que la medida suspensional, aunque fuera decretada, no se pudiera notificar oportunamente y para entonces ya pudiera haberse ejecutado en forma irreparable el acto reclamado, de ahí que bajo esa perspectiva resulte comprensible que en sus orígenes se encomendara a las autoridades responsables la decisión sobre la suspensión, porque serían ellas mismas las que pudieran paralizar la ejecución de sus propias resoluciones, pero como ya se dejó establecido, desde 1988 el amparo Directo es competencia exclusiva de Tribunales Colegiados de Circuito y  existen en la actualidad 25 Circuitos en la República y 128 Tribunales Colegiados de Amparo, es evidente que ya no existe la misma razón que imperaba en épocas anteriores para que la suspensión se decida por las autoridades responsables, ya que la cercanía que tienen los Tribunales en la actualidad con los justiciables y la mayor facilidad para utilizar medios de comunicación cada vez más rápidos y seguros, nos lleva al convencimiento de que tiene que superarse la situación que por tantos años ha prevalecido y proponer que sean los Tribunales Colegiados de Amparo los que decidan con la premura del caso, todo lo relacionado con la medida suspensional en el Amparo Directo, porque se reitera, que con los medios actuales de comunicación, como pueden ser el Telégrafo, el Fax, el Teléfono o Internet, estaría garantizada la notificación oportuna aún en los casos más urgentes, para que la autoridad responsable cumpliera con el mandato de suspensión.- A mayor abundamiento, ya no existe razón alguna para que se mantengan diferencias entre la suspensión en el Amparo Directo y la que se decreta en el Indirecto, porque tanto el Juez de Distrito en un caso como el Tribunal Colegiado de Amparo en otro, son los competentes originarios para conocer del amparo y dictar todas las determinaciones que resulten procedentes, incluyendo las relativas a la suspensión, porque inclusive el aparente desconocimiento que pudiera tener el Tribunal Colegiado sobre el alcance de la sentencia, laudo o resolución impugnada, podría subsanarse incorporando la obligación para el quejoso de exhibir una copia certificada de dicha resolución al momento de presentar su demanda.

Se concluye pues en este inciso, afirmando que la tramitación de la suspensión en el Amparo Directo, debe ser facultad y obligación del Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo y de ninguna manera debe subsistir como facultad de la autoridad responsable y por ello se propone modificar los artículos 188 y 189 del Proyecto, para establecer en el primer caso, que el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, decidirá en el plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad, siendo aplicables en lo conducente las reglas de la suspensión de los Amparos Indirectos contenidas en los artículos 123, 126, 127, 128, 130 y 131 del Proyecto.- En el segundo caso, cuando se trate de amparos en materia penal, deberá establecerse que el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada y si ésta comprende la pena de privación de libertad, la suspensión tendrá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, pudiendo ponerlo en libertad caucional si lo solicita el quejoso y procediera.

En ese orden de ideas, y siendo la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es natural que junto con las modificaciones que se proponen al Proyecto de Ley, también resulte necesario modificar para los casos concretos planteados, la fracción XI del artículo 107 del Proyecto de Reformas a la Constitución Política Mexicana, con la finalidad de establecer la base de que la suspensión se pida ante el Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo que corresponda y que sea el Presidente del Tribunal  competente quien decida sobre dicha suspensión.

Estamos convencidos, de que al presentarse la demanda directamente ante el Tribunal Colegiado competente y que sea éste quien realice todos los trámites procesales, pero sobre todo que sea quien decida sobre la suspensión del acto reclamado, se logrará mayor concentración en el trámite del juicio de amparo directo y se logrará mayor certeza, rapidez y precisión en el mismo.

En mérito de lo expuesto, se formulan las siguientes:

P R O P U E S T A S :

PRIMERA.- QUE SE MODIFIQUEN LOS ARTICULOS 174, 178, 179, 188 y 189 y se supriman los artículos 175 y 176, todos del Proyecto de Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el efecto de que las demandas de Amparo Directo se presenten ante el Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo y que sea éste quien decida sobre la suspensión del acto reclamado.

SEGUNDA.- Para lograr lo anterior, será necesario que se modifique la fracción XI del artículo 107 del Proyecto de Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para sentar las bases sobre la presentación de la demanda y la decisión sobre la suspensión del acto reclamado en Amparo Directo. 

JAVIER GERMAN JIMENEZ RODRIGUEZ

LOS DERECHOS HUMANOS Y EL JUICIO DE AMPARO 



Ponencia propuesta por el Colegio de Abogados de Yucatán, A. C. para el Congreso Nacional de Juristas, convocado  para analizar el proyecto de una nueva Ley de Amparo, a realizarse en la ciudad de Mérida, Yucatán, los días 6, 7 y 8 de noviembre de 2000. 

Han transcurrido más de doscientos cincuenta años desde que el Barón de la Brede y de Montesquieu esgrimiera el ilustre apotegma Que el Poder detenga al Poder. Doscientos cincuenta años marcados por la interminable lucha de los pueblos, de las naciones, de las razas, de las minorías, de las mujeres, de los niños, de los indígenas y del simple ciudadano por acotar el poder del Estado y por preservar la esencia fundamental de todo orden jurídico que es la protección del género humano. 

Los Estados han adoptado diversas declaraciones o convenciones internacionales y han suscrito el reconocimiento a los más elementales derechos humanos, aunque en la práctica aún continúan en la búsqueda de instrumentos que controlen efectivamente al Estado. 

En México el respeto a los derechos humanos y en general el control de la constitucionalidad de los actos de la autoridad frente a los particulares, se logra merced a la notable institución del Juicio de Amparo, fruto del genio de Manuel Crecencio García Rejón y Alcalá y desarrollado por otro ilustre mexicano, el jalisciense Mariano Otero. 

Sin embargo, la reforma constitucional de 27 de enero de 1992, elevó a rango constitucional la existencia de órganos de protección de derechos humanos, que en la práctica tendieron a resolver, en forma menos tecnificada que el Juicio de Amparo, violaciones derechos humanos, por parte de autoridades excluyendo entre otros, loa actos del poder judicial. Estos órganos de derechos humanos de ninguna manera fueron concebidos como órganos de control constitucional, aunque en los hechos sus recomendaciones tuvieron por objeto preservar el derecho de los ciudadanos frente al quehacer de la autoridad. 

Ahora el proyecto de reformas al artículo 103 Constitucional modifica la materia del Juicio de Amparo al señalar a la letra: “los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra esta Constitución y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia” 


Por su parte, el artículo 1 del proyecto de reforma dispone en forma casuística los tratados a que se refiere el mencionado artículo 103 Constitucional, e identifica que los derechos que quedan bajo el control del Juicio de Amparo, son aquellos derechos humanos estipulados en los siguientes tratados internacionales, “a saber”: 

a. Declaración Universal de Derechos Humanos 

b. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

c. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 

d. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y 

e. Convención Americana de Derechos Humanos. 

Todo ello, sin derogar las disposiciones del artículo 102 apartado B de la Constitución General de la República, de tal modo que, a partir de que esas reformas entren en vigor, la vigilancia del respeto a los derechos humanos se ejercerá en forma indistinta por el Juicio de Amparo y por las Comisión Nacional y las respectivas estatales de derechos humanos. 

Sin dejar de reconocer la trascendencia de introducir al control del amparo la protección de los derechos humanos, no podemos pasar por alto algunos riesgos que trae consigo la forma como los introduce el proyecto. Entre ellos apuntamos los siguientes: 

1.- REDACCIÓN.- Una primera apreciación, ésta meramente semántica, se refiere a que la redacción del proyecto en los términos que se presentan, condicionan la procedencia del Juicio de Amparo a dos requisitos: 1. Que se trate de actos o normas que violen garantías individuales, Y 2. Que violen los derechos humanos consagrados en los tratados y convenciones que se relacionan en forma casuística. Estimamos que el copulativo Y debe ser sustituido por la disyuntiva O, en todo caso. 

2.- EL CONCEPTO DE DERECHOS HUMANOS. Pero en el fondo, la reforma revive una añeja discusión sobre el concepto de derechos humanos y su necesaria distinción respecto de los demás derechos de hombre como ciudadano. 

El concepto de derechos humanos es más producto de la evolución de la civilización y por ello, está sujeto a la revisión que de él tiene la sociedad en su cambio constante. 

Así, si en su origen bajo la denominación de derechos humanos se conceptualizó el conjunto de expresiones dogmáticas que el Estado se autoimpuso como límites a su actuación frente al individuo, considerado en forma individual o colectiva, posteriormente el devenir constante de nuevas restricciones al Estado, hizo surgir en forma autónoma a los derechos civiles, económicos, políticos, sociales y culturales. 

El proyecto reconoce esta diversidad de derechos pero al momento de regular su control solamente se refiere en forma general a los derechos humanos, como aquellos que quedan bajo el control por la vía del amparo, y excluyendo en la literalidad, la protección de los demás derechos. 

Aún más, los pactos o convenciones relacionadas en la ley, no solamente contienen la enumeración de un catálogo de derechos humanos, sino también de derechos sociales y aún de normas regulatorias de la forma de gobierno. Entonces vale la pena preguntarse: ¿Solamente quedan protegidos en Amparo los derechos humanos contenidos en esas convenciones? ¿Y sí posteriormente el Estado mexicano adopta novedosas convenciones que amplíen esa esfera de derechos individuales, será necesaria una sucesiva reforma del artículo 1 para que los derechos emanados de esas nuevas convenciones queden bajo el manto protector del Amparo? ¿ Acaso el catálogo de derechos del individuo en un sistema constitucional codificado y rígido como el nuestro no debe necesariamente estar contenido en la parte constitucional dogmática? ¿ Cuáles son los derechos emanados de esos pactos o convenciones que no están contemplados en el apartado de garantías individuales sujetas a control por el Juicio de Amparo? 

3.- EL AMPARO COMO ORGANO DEL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS Y ACTOS DE AUTORIDAD FRENTE A LOS PARTICULARES. 


Siguiendo al doctor Adolfo Gelsi Bidarto, en el orden jurídico global de una nación, la Constitución es el núcleo fundamental, en cuanto contiene las reglas esenciales para la convivencia social que el país ha querido formularse. 

Y ese documento rector, formalmente superior en el orden jurídico, se impone en el mundo normativo de una nación, sin permitir que nada en ese ámbito le sea ajeno o le contraríe, en ejercicio del principio de supremacía constitucional. 

Pues bien, aún en ese terreno de voluntad suprema, la Constitución no se regula y controla a sí misma, sino que en el caso de México, se crean diversas instituciones jurídicas para hacer eficaz y cumplir la voluntad constitucional. Entre ellas apuntamos la controversia constitucional, la acción de inconstitucionalidad y, desde luego, el Juicio de Amparo. 

Siendo que el Juicio de Amparo es sin duda el medio de control constitucional más conocido en nuestro país no es el único, ni tampoco se trata de un control constitucional absoluto, sino como se encuentra vigente a la fecha, es un medio de control de los actos de autoridad frente al particular, y la revisión de la adecuación de los primeros al texto normativo superior. En ese tenor, se trata de un instrumento revisor de la constitucionalidad de los actos de la autoridad, pero limitado a aquellos que tienen repercusión en la esfera de libertad del individuo. 

En sus orígenes el Amparo se ubicó como un instrumento de control de la constitucionalidad de los actos y leyes de la autoridad, cuando afectaban los derechos de los individuos. Pero la inclusión entre esas garantías del artículo 14 Constitucional, en la parte medular que vincula a los actos de molestia a su adecuación a leyes exactamente aplicadas al hecho, hizo pronto triunfar en la interpretación jurisprudencial, la teoría de que el Amparo no era tan sólo un órgano para controlar la constitucionalidad de los actos de las autoridades, sino también la adecuación de éstos a la legalidad, ya que de no cumplirse con ésta, se conculca la garantía preceptuada por el citado artículo 14.

Inútil fue la defensa de D. Emilio Rabasa en su monografía “El Artículo 14”, donde pretendía la demostración de que la absorción del sistema de justicia local por el federal vulneraba el sistema federal de gobierno.

Así, paulatinamente, el Juicio de Amparo fue ampliando su radio de acción para abarcar no solamente aquellos derechos fundamentales consagrados en el texto constitucional, sino adicionalmente aquellos derechos consagrados en leyes secundarias, emanadas de la constitución, pero sin el rango constitucional, lo que se conoce desde ahora como el “control de legalidad” ejercido también mediante el Juicio de Garantías, a través de esa polémica interpretación del artículo 14 de la Constitución. 


Ambos controles, de constitucionalidad y de legalidad, se convirtieron en los medios imprescindibles para lograr el principio de juridicidad, mediante el cual todos los actos del poder público necesariamente deben quedar supeditados al derecho, a través de la máxima expresión normativa que es la Constitución. 

A su vez, los tratados, pactos o convenciones internacionales establecen cada uno de ellos medios de control ajenos al orden jurídico normativo nacional, aunque vinculados a él por la adecuación a los preceptos constitucionales, a los cuales se sujetan los Estados suscriptores de las convenciones y, eventualmente, como en el caso del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, también pueden acceder a ellos los individuos. 

Por otra parte, bajo el concepto de supremacía constitucional que ya se viene perfilando, se hace referencia a la cualidad de la Constitución de fungir como la norma jurídica positiva superior que da validez y unidad a todo el orden jurídico nacional. 


Esa supremacía constitucional se expresa en la Constitución mexicana vigente en el artículo 133 de la siguiente manera: 

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión”. 

La interpretación de este artículo ha sido en el sentido de que, a pesar que conforme a la redacción del precepto, pudiera pensarse que todas las normas enumeradas en él constituyen el orden jurídico fundamental, lo cierto es que la voluntad del Constituyente, ha interpretado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, fue que la Constitución en su concepto es la ley suprema, a la cual tiene que adecuarse el restante orden jurídico normativo, incluyendo desde luego a los tratados. 

La supremacía de la Constitución federal sobre los tratados entonces, se desprende del propio texto del artículo 133 que estipula que la Constitución es superior a los tratados, porque éstos, para formar parte de la Ley superior, debe estar acorde con la Constitución y tenerla por fuente, pues en el propio texto se establece con claridad, es necesario “que estén de acuerdo” con la Constitución. Se perfila entonces la subordinación de los tratados al texto constitucional. 

Este principio de subordinación se refuerza con el hecho de que los tratados internacionales, están sujetos a ser revisados en cuanto a su constitucionalidad, cuando afecten derechos de los particulares, a través del Juicio de Amparo. Para la procedencia del mismo, es necesario que dichos actos del Poder Ejecutivo, realizados con la aprobación del Senado de la República, violen garantías individuales.

Sin embargo la propuesta contenida en el proyecto es en el sentido de que cualquier acto de autoridad que vulnere derechos humanos emanados, ya no de la Constitución, sino directamente de un tratado internacional, pueda ser impugnado a través del Juicio de Garantías. Tal propuesta implica una modificación sustancial al juicio, que deja ser un medio de control constitucional para los gobernados, para controlar en forma directa, sin mediación del artículo 14 Constitucional o de cualquier otra garantía individual, un acto subordinado normativamente a la Constitución, como lo es el tratado internacional, lo que convierte al Amparo en una institución controladora de la legalidad en forma directa. 

Esto significa que una vez en vigor la reforma, podrán impugnarse actos de cualquier orden, administrativos, judiciales o legislativos, cuando ataquen, ya no a las garantías individuales, sino simplemente a los derechos contenidos en los tratados y convenciones celebrados por nuestro país en materia de derechos humanos. 

Esa transformación de la institución eleva inconstitucionalmente a los tratados internacionales a una categoría superior a la que la Constitución le tiene reservada en términos del artículo 133 Constitucional. En efecto, si conforme a dicho precepto los tratados internacionales participan de la naturaleza subordinada de las leyes federales, no se encuentra criterio constitucional alguno que justifique que los derechos humanos consagrados en los tratados se controlen directamente en Amparo, cuando todos los demás derechos emanados del orden de legalidad, se controlan por el Amparo solamente a través de una eventual violación al Artículo 14 Constitucional. 

Si los ataques al orden constitucional, y más acotado, a las garantías individuales, pueden provenir tanto de los actos de autoridad administrativa, como de resoluciones judiciales y aún de leyes ordinarias o de tratados, es evidente que se debe reservar al Amparo la función de controlar esos actos, solamente cuando vulneren garantías individuales, sin extrapolar esos ataques, ya no a la Constitución misma, sino a actos ejecutivos que necesariamente deben quedar subordinados a ésta. 

Adicionalmente, si el Artículo 14 de la Constitución permite al Amparo controlar la legalidad de los actos, es decir que una violación a los derechos contenidos en las leyes, son impugnables en Amparo a través de alegar una violación al artículo 14 Constitucional y como ya hemos mencionado, los tratados internacionales participan de la naturaleza de las leyes, por cuanto están subordinados ambos a la Constitución, resulta que los derechos humanos contenidos en los tratados y convenciones internacionales, ya están protegidos debidamente por el Juicio de Amparo, sin necesidad de desvirtuar su esencia teleológica, consistente en tutelar únicamente el orden constitucional. 

4.- EL CATÁLOGO DE DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LAS CONVENCIONES MENCIONADAS EN EL ARTÍCULO 1 DEL PROYECTO. Pero a más de lo anterior, en nuestra ponencia nos abocamos a estudiar el contenido de los derechos humanos contenidos en las convenciones aludidas en el proyecto de reforma. Ello con el propósito de determinar si esos instrumentos internacionales establecían o no derechos humanos no contemplados por el texto constitucional, que justifiquen el nacimiento de nuevos límites a la actividad de la autoridad, en su actuar frente a los particulares. 

Se presenta como anexo de esta ponencia, el documento que contiene la descripción pormenorizada de los derechos emanados de las principales convenciones enumeradas en el artículo 1 del proyecto, y su comparación con el contenido de nuestra Constitución y que demuestran sin lugar a dudas que los derechos emanados de esas convenciones, ya están amparados en el texto de la Constitución. 

Esos instrumentos internacionales de carácter general, que son sin duda alguna la expresión más reciente de la protección de los derechos de los individuos y de la sociedad frente al Estado, adoptan dos procedimientos distintos de enumeración: uno que hace una enumeración exhaustiva de todos los derechos, tanto civiles, como políticos y sociales y culturales, y otro en los que cada uno de dichas categorías son enumeradas por separado, en forma tal que en ocasiones, los derechos se repiten en uno y otro instrumento. 

El lugar donde debe el Estado reconocer los derechos humanos, en un sistema constitucional rígido y codificado como el nuestro, es en la parte dogmática de la Constitución, en forma tal que el apartado de garantías constitucionales, sujetas a control constitucional a través del Amparo, debe contener agrupado bajo ese rubro y en forma exhaustiva el catálogo de derechos humanos que el Estado Mexicano reconoce, y entonces sería innecesario que el amparo protegiera los derechos emanados de los tratados internacionales, ya que éstos ya se encontrarían al nivel de garantías individuales. 

Existen otros derechos fundamentales, consagrados en los tratados internacionales, que sin estar contemplados en el capítulo de garantías individuales, lo están en el catálogo de los derechos sociales, tal es el caso de los derechos laborales contenidos en forma descriptiva en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y que en el texto constitucional se consagran en el Artículo 123 Constitucional, que está sujeto al Control del Juicio de Amparo, vía la vulneración de garantías de seguridad jurídica contempladas en el artículo 14 Constitucional. 


Se enuncian por tanto las siguientes conclusiones: 

1. El Juicio de Amparo es, conforme a su naturaleza, reforzada por su evolución histórica, el instrumento que preserva la cabal eficacia de las garantías individuales frente a los actos de la autoridad; garantiza la eficacia de los diversos sistemas de distribución de competencia y protege a los individuos de los actos arbitrarios contrarios a sus derechos fundamentales, así como la estricta observancia de toda la legislación secundaria, incluyendo desde luego los derechos de los individuos emanados de los tratados internacionales. 

2. La técnica legislativa de nuestro sistema constitucional, rígida y de codificación, impone que los derechos del individuo y del ciudadano  queden contenidos en el cuerpo mismo de la Constitución y no en otro orden jurídico, mucho menos aquel que no sigue el procedimiento formal de creación de las leyes. 

1. Por el contrario, el proyecto de ley contiene una enumeración casuística no específica sino referencial de los supuestos que considera bajo la protección del Amparo, en el rubro de derechos humanos, por lo que excluye cualquier otro tipo de derechos contemplados en las convenciones internacionales de referencia o en cualesquiera otra que pudiera prevenir supuestos similares o conexos. 

2. Asimismo, en el espíritu de preservar adecuadamente el alcance de la protección que se pretende, cualquier nueva convención internacional adoptada por nuestro país, en el mismo campo, haría necesaria la modificación del artículo 1 de la Ley de Amparo para que los derechos en ella definidos estuvieran salvaguardados por el Juicio de Amparo.

1. Por otro lado, conforme al estudio comparativo que se presenta adjunto, los derechos contenidos en las convenciones y pactos internacionales a que hace mención el artículo 1 del proyecto, ya están contenidos en el catálogo de los derechos del individuo en nuestro orden constitucional vigente. 

1. En consecuencia al punto anterior, los derechos emanados de los tratados, a que hace mención el artículo 1 del proyecto de reforma, ya pueden considerarse protegidos a través del control de legalidad que se ejerce por el Amparo en la protección del artículo 14 Constitucional. 

1. Por lo plasmado en los puntos que anteceden, se propone eliminar del texto del proyecto de reformas al artículo 103 Constitucional y del artículo 1 del proyecto la referencia a la protección de los derechos humanos protegidos por los tratados internacionales, para no desvirtuar la naturaleza del Amparo. 

1. No escapa a nuestra atención la bondad de la reforma al pretender  ampliar la protección del Juicio de Amparo a los derechos humanos contenidos en las convenciones relacionadas. Por ello estimamos, en forma propositiva, como soluciones alternativas, las siguientes: 

a. Incluir en el catálogo de derechos protegidos constitucionalmente en el capítulo de garantías individuales aquellos derechos que aún no se encuentran en la parte dogmática de la Constitución, lo que significaría elevarlos a rango constitucional, para dejar la materia de amparo circunscrita a los derechos constitucionales. Ciertamente, bajo este esquema se han introducido históricamente en el capítulo correspondiente derechos fundamentales como la igualdad de la mujer, el reconocimiento de los derechos culturales indígenas, la autonomía familiar, etc., pero la reforma podría establecer como obligatoria la inclusión de los derechos humanos ya reconocidos en tratados en que nuestro país sea signante, en el supuesto de que alguno de tales derechos no lo estuviera, y adicionalmente, 

b. Ampliar en forma general la protección de las garantías individuales a todos aquellos derechos del individuo que emanen de los tratados y convenciones internacionales de los que nuestro país llegue a formar parte, en forma tal que el control de legalidad de esos derechos se sujeten como todo el control de legalidad a una violación al texto constitucional. Esto es, si para aludir a la protección de los derechos emanados de las leyes ordinarias, el particular alega violaciones al artículo 14 Constitucional, para alegar violaciones a los derechos emanados de los tratados internacionales, los particulares tendrán que alegar violación al precepto constitucional donde se amplíen los derechos civiles a aquellos contemplados en el texto de las convenciones internacionales. 

SERGIO SALAZAR VADILLO
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